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Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

I. Téngase presente el dictamen que antecede y por constituido el 

domicilio electrónico indicado. 

 

II. Proveído a la presentación inicial obrante en la actuación nº 

520627/2025: 

Por presentado Walter Alejandro Gramajo, en su carácter de 

Secretario General y representante legal de la Unión de Trabajadoras y 

Trabajadores de la Economía Popular (UTEP), con el patrocinio letrado del Dr 

Mario Hernán Laporta y por constituidos los domicilios electrónicos indicados.  

Con relación a la presentación de Julio Juan Piumato y Maia 

Volcovinsky como Cosecretarios de Derechos Humanos de la Confederación 

General del Trabajo (CGT) y de Secretarios de la Unión de Empleados de la 

Justicia de la Nación (UEJN), dado que acreditaron dicha representación de manera 

deficiente e incompleta, corresponde intimarlos a subsanar tal cuestión.  

Difiérase la rectificación de la carátula al Juzgado natural, 

conforme resulte conformado el frente actor. 

 

III. Proveído a la presentación efectuada por el GCBA en la 

actuación nº 520825/2025: 

Se tiene por presentado al Dr. Agustín Luzzi en su carácter de 

apoderado del GCBA a mérito de la copia de poder acompañada, por constituido el 

domicilio electrónico indicado. 

 

 

IV. VISTOS y CONSIDERANDO: 



 

 

A 

Antecedentes 

 

1. La demanda 

Esta acción es iniciada por Julio Juan Piumato y Maia Volcovinsky, 

en su carácter de Cosecretarios de Derechos Humanos de la Confederación 

General del Trabajo (en adelante, CGT) y de Secretarios de la Unión de 

Empleados de la Justicia de la Nación (UEJN)  y Walter Alejandro Gramajo, en 

carácter de Secretario General de la Unión de Trabajadoras y Trabajadores de la 

Economía Popular (en adelante, UTEP), contra el Gobiernos de la Ciudad de 

Buenos Aires (en adelante, GCBA), con el objeto de que le ordene que se 

abstenga de convalidar y/o legitimar la intervención de fuerzas de seguridad 

federales en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por fuera de 

los supuestos previstos en los artículos 23 y 24 de la ley n° 24.059, en detrimento de 

la autonomía de la CABA y del rol de la Policía de la Ciudad. 

A tal fin, peticionaron que se delimite el ámbito de intervención y 

jurisdicción de las fuerzas federales en jurisdicción de la CABA, en el marco de 

la movilización convocada para el día 09/04/2025 y que, consecuentemente, se 

garantice la libre circulación de las personas, el derecho a la libertad de expresión y 

la seguridad de los habitantes de la Ciudad. 

Justificaron la necesidad de la habilitación de días y horas inhábiles en 

vísperas de la movilización convocada para el día 09/04/2025, en que el GCBA 

cuente con el tiempo necesario para preparar el operativo de seguridad pertinente 

para ejercer su indelegable competencia. Expresamente manifestaron que si 

aguardaran hasta el día lunes para hacer su presentación “sería imposible encargarle 

a la Ciudad de Buenos Aires la organización de un operativo de seguridad en tan 

poco tiempo”. 

En ese contexto, solicitaron que se dicte una medida cautelar 

urgente en la que se ordene intimar al GCBA a coordinar y conducir un 

operativo de seguridad para la movilización convocada en la fecha antes aludida 

“dejando sin efecto toda medida que altere, restrinja o vulnere el derecho de 

reunión, el derecho a la protesta y a la libertad de expresión” y que se “delimite en 
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forma previa y concreta los denominados ‘objetivos federales’ cuya custodia estará 

a cargo de las fuerzas federales, restringiendo su jurisdicción al cuidado de los 

mismos y no al ejido urbano circundante”.  

En cuanto a los hechos que darían sustento a su pretensión, alegaron 

que desde hace unos meses distintos sindicatos acompañan el reclamo de jubilados y 

jubiladas de mejoras previsionales, el cese de recortes en los descuentos de sus 

medicamentos y moratorias jubilatorias, en la zona del Congreso de la Nación. 

Señalaron que desde el año 2024 y en el marco de esas 

concentraciones, se han desplegado operativos de seguridad a cargo de fuerzas 

federales –Policía Federal Argentina, Gendarmería Nacional, Prefectura Naval 

Argentina y Policía de Seguridad Aeroportuaria– que intervendrían, a su entender, 

“de forma ilegal, frente al ejercicio del derecho constitucional de protesta”. 

Añadieron que, puntualmente, en la concentración del 12/03/2025 se 

habrían verificado hechos de represión perpetrados por las fuerzas federales “sin 

contar con una autorización para ello” y que éstos se perfeccionaron fuera de los 

límites del Congreso de la Nación, excediendo el rol de custodia de dicha 

dependencia federal.  

Describieron que en el marco de esa manifestación de la que 

participaron distintas organizaciones “se llevó a cabo una brutal represión policial 

en la que hubo 114 detenidos de forma arbitraria”, sufrieron heridas de distinta 

gravedad alrededor de 672 personas y se hirió gravemente con un proyectil en la 

cabeza al periodista Pablo Grillo. 

En ese contexto, estimaron que “el Jefe de Gobierno de la Ciudad 

debe instrumentar los mecanismos necesarios para evitar una intervención ilegal de 

las fuerzas federales en las zonas que, aunque aledañas al Congreso, resultan ser 



 

calles, avenidas y plazas que son exclusiva jurisdicción del GCBA” y concluyeron 

que “el GCBA no puede renunciar a la prestación del servicio de seguridad”. 

Fundaron su pretensión en el artículo 129 de la Constitución Nacional, 

en los artículos 23 y 24 de la Ley de Seguridad Interior y la ley n° 5866. 

 

2. Medida para mejor proveer  

A requerimiento del Tribunal el GCBA informó que hasta la fecha no 

requirió al Estado Nacional –Ministerio de Seguridad– “participación, cooperación 

y/o auxilio para brindar seguridad en las inmediaciones del Congreso de la Nación y 

Plaza Congreso, como consecuencia de la movilización y manifestación pública 

convocada para el día 09/04/2025, en los términos de lo dispuesto por el artículo 24 

in fine de la ley n°24.059 de Seguridad Interior y por el artículo 19 del decreto 

reglamentario n°1273/92” y en el mismo sentido se expidió con relación a la 

resolución n° 403/2024. 

En su informe aclaró que, dado que la resolución n° 943/2023 “se 

encuentra dirigido a las fuerzas federales” no resulta competencia del Ministerio de 

Seguridad de la CABA “solicitar cooperación y/o auxilio bajo ese dispositivo”, así 

como también informó que la Ciudad de Buenos Aires “no ha adherido al protocolo 

aprobado por Resolución N° 943/2023 del Ministerio de Seguridad de la Nación”.  

Finalmente puntualizó que “la fuerza de seguridad de la CABA se 

encuentra suficientemente dotada y apta para abordar, planificar y diseñar 

estrategias de seguridad en el contexto de la movilización y manifestación a llevarse 

a cabo en las inmediaciones del Congreso de la Nación el día 09/04/2025” (v. 

actuación nº 520825/2025) 

3. Por último, se confirió vista al Ministerio Público Fiscal, quien 

dictaminó que no correspondería la habilitación del turno judicial en tiempo inhábil 

ya que no se reunirían los extremos necesarios para ello, sopesando a su vez la 

existencia previa de “múltiples demandas judiciales”, entre ellas “Red Federal de 

Derechos Humanos”, expediente n° 12121/2024-0. 

 

B 

El caso “Red Federal de Derechos Humanos contra GCBA sobre amparo”,  

expediente n° 12121/2024-0 



  
  

JUZGADO DE 1RA INSTANCIA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO Nº 

2   SECRETARÍA N°3 

CGT (COM DE DDHH), UTEP Y OTROS CONTRA GCBA SOBRE AMPARO - SEGURIDAD PÚBLICA 

Número: EXP 51190/2025-0 

CUIJ: EXP J-01-00051190-7/2025-0 

Actuación Nro: 521365/2025 

 

Previo a sumergirnos en la habilitación del turno, teniendo en 

consideración lo dictaminado por el Ministerio Público Fiscal sobre la vinculación de 

este proceso, con el referido en el título de este apartado, creo pertinente dejar en 

claro mi postura al respecto a cuyo conocimiento accedí en razón de su inscripción 

en el Registro de Procesos Colectivos el 02/02/2024. 

La Red Federal de Derechos Humanos, a través de su presidente 

Horacio Pietragalla Corti, presentó el 29/01/2024 una acción de amparo contra el 

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA), en los términos de la ley nº 2145.  

Allí argumentó que el GCBA permitió la intervención de fuerzas 

federales de seguridad en la jurisdicción de esta Ciudad en violación de la Ley 

Nacional de Seguridad Interior (ley nº 24.059), de la ley local nº 5688 y de la 

Constitución de la CABA. Se refirió concretamente a los hechos ocurridos desde 

diciembre de 2023, incluyendo el despliegue de la Gendarmería Nacional y la Policía 

Federal en movilizaciones realizadas en calles y plazas bajo que se encuentran en 

jurisdicción exclusiva del GCBA y, en particular, en aquellas que se desarrollaron en 

las inmediaciones del Congreso Nacional.  

La demanda sostuvo que la inacción del Gobierno local permitió que 

las fuerzas federales, sin competencia territorial, reprimieran a manifestantes, 

lesionaran personas y realizaran detenciones, afectando derechos fundamentales 

como la integridad física, la libertad de expresión y el derecho a peticionar ante las 

autoridades.  

En ese marco, solicitó que se ordene al GCBA reasumir sus 

funciones legales y constitucionales en materia de seguridad, y que se convoque a 

audiencia con autoridades locales para esclarecer en base a qué normativa estaban 

operando las fuerzas federales en territorio porteño. 



 

El 05/02/2024, el Ministerio Público Fiscal dictaminó que la demanda 

debía ser rechazada in limine por falta de legitimación activa. Señaló que en la 

acción no se acreditaba la existencia de un "caso" judicial, en los términos de los 

artículos 116 de la Constitución Nacional y 106 de la Constitución local, ya que se 

trataba de un planteo abstracto, basado en noticias periodísticas y sin una afectación 

concreta, inmediata y específica de derechos. Según el dictamen, lo que se pretendía 

era una revisión general del modo en que el GCBA ejerce sus competencias frente a 

la presencia de fuerzas federales, cuestión que, por su naturaleza, solo el propio 

GCBA estaría legitimado a reclamar en sede judicial. También sostuvo que, si se 

alegaba que las fuerzas federales habían lesionado derechos, la acción debió dirigirse 

contra el Estado Nacional y tramitar en la justicia federal. 

El 14/03/2024, el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso 

Administrativo Tributario y de Relaciones de Consumo nº 8 resolvió en línea con lo 

dictaminado por la fiscalía y, consecuentemente, rechazó in limine la acción por 

falta de legitimación activa, al considerar que sólo el GCBA puede reclamar por su 

autonomía en los términos del artículo 129 de la Constitución Nacional. Además, 

declaró la incompetencia del fuero local para tratar la eventual ilegalidad del 

accionar de las fuerzas federales, ya que ello requeriría interpretar normas 

federales de manera directa y principal, lo que tornaba competente a la justicia 

federal. Afirmó que, incluso si la asociación podía acreditar alguna afectación a 

derechos individuales, no podía pretender mediante esta vía un control sobre el modo 

en que el GCBA ejerce su autonomía o una evaluación del comportamiento de 

fuerzas nacionales. 

El 05/04/2024 la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo 

Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA confirmó la sentencia de 

primera instancia.  

Si bien reconoció que la parte actora fundó su demanda en la presunta 

omisión del GCBA de ejercer sus competencias en materia de seguridad, concluyó 

que la pretensión consistía en exigir judicialmente al Poder Ejecutivo local una 

determinada forma de actuar, en relación con hechos cuya evaluación implicaba 

necesariamente el análisis del comportamiento de fuerzas federales de seguridad. 

Señaló que ello excedía las competencias de la justicia porteña y que el interés 
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invocado —más allá de estar vinculado a derechos civiles— resultaba inseparable del 

reclamo institucional por la autonomía de la Ciudad. 

Ahora bien, si bien se advierten similitudes entre la pretensión de 

esta acción y la repasada en los párrafos anteriores, lo cierto es que, a mi 

entender, existen diferencias sustanciales que marcan, en principio, un camino a 

recorrer distinto. Veamos. 

1. Existencia de caso 

Corresponde, en primer lugar, referirme a si en el presente expediente 

se configura o no un “caso”, “causa” o “controversia” en los términos exigidos por el 

artículo 116 de la Constitución Nacional, el artículo 106 de la Constitución de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el artículo 2° de la ley local nº 2.145. 

En esta oportunidad el planteo se funda en una circunstancia concreta, 

actual y de inminente acaecimiento: una movilización prevista para el próximo 

miércoles 09/04/2025 en las inmediaciones del Congreso de la Nación. En tal 

contexto, las entidades actoras invocan una controversia real: el temor fundado de 

que se repita una actuación irregular de fuerzas federales en el territorio de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, como ya ha ocurrido en eventos recientes, ampliamente 

documentados y reconocidos incluso por las propias autoridades locales.  

No se trata, entonces, de un planteo abstracto ni de una mera 

pretensión de control institucional, sino de una solicitud concreta de tutela judicial 

urgente frente a un riesgo cierto y razonablemente previsible, vinculado a derechos 

fundamentales de quienes participarán en la manifestación pública. El riesgo 

invocado —lesión a la integridad física, a la libertad de expresión y al derecho de 

reunión, sopesado en la opresión de la autonomía de la CABA– no es meramente 

conjetural ni hipotético, sino que encuentra sustento en hechos pasados 

verificables y presumiblemente futuros. 



 

Lo anterior no se altera con el informe presentado por el GCBA a 

requerimiento de este Tribunal.  

Con esto quiero decir que aun cuando el Gobierno demandado no 

haya adherido a los protocolos de seguridad federales o que no haya requerido la 

colaboración del Gobierno Nacional para abordar la seguridad en las calles de la 

Ciudad o incluso cuando ponga en conocimiento que tiene dotación suficiente de 

personal y aptitud para hacerse cargo del operativo requerido para esta clase de 

eventos, la cuestión materializa efectivamente la la existencia de un caso que debe 

ser analizado. 

Esto es así por cuanto en situaciones recientes y sustanciosamente 

análogas a la presente, en principio, existió un avasallamiento de las fuerzas 

federales sobre el territorio en el que el GCBA tiene el irrenunciable deber de 

custodiar y garantizar la seguridad de sus habitantes. 

De hecho, al igual que la situación que fue informada por el GCBA en 

el informe glosado en autos, basta con afirmar que de la compulsa del Boletín Oficial 

de la CABA desde marzo en adelante, se puede apreciar que ni la Jefatura de 

Gobierno ni el Ministerio de Seguridad local requirió colaboración o coordinación 

con las fuerzas federales y estas actuaron con exclusividad en las inmediaciones del 

Congreso de la Nación y en las calles circundantes a dicho edificio. Ello denota que 

existe un riesgo ostensible en que la situación se repita el miércoles 09/04/2025.  

En lo que refiere a los supuestos en que se encuentra configurado un 

“caso” judicial, el Máximo Tribunal Federal ha sostenido que se trata de las causas 

de carácter contencioso previstas en el artículo 2º de la ley nº 27, a las que ha 

definido como “aquellas en que se persigue en concreto la determinación del 

derecho debatido entre partes adversas, motivo por el cual no hay causa ʻcuando se 

procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o 

actos de otros poderesʼ”1. 

En contraposición, la jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia 

de la Ciudad ha determinado que el control abstracto de constitucionalidad que está 

llamado a ejercer por vía de la acción directa de inconstitucionalidad, no está 

                                                           
1 CSJN, en “Provincia de La Rioja c/ Consejo de la Magistratura y otros s/ acción declarativa de 

certeza ley -18198 Nacional Electoral”, sentencia del 14/06/2005 Fallos: 328:2429; y “Barrick 

Exploraciones Argentinas S.A. y otros c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de 

inconstitucionalidad”, sentencia del 4/06/2019 Fallos: 342:917, entre otros. 
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destinado a obtener un pronunciamiento judicial respecto de situaciones jurídicas 

particularizadas, ni admite acumular pretensiones condenatorias, indicando que la 

inclusión incidental de una cuestión constitucional en el marco de una acción de 

naturaleza contencioso administrativa que procura el ejercicio del control difuso de 

inconstitucionalidad, no la convierte en la acción prevista por el artículo 113 inc. 2º 

de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires2. 

Entonces, el concepto de “caso” ha de ser interpretado funcionalmente 

exigiendo que se acredite una afectación concreta, inmediata y actual de derechos, 

pero reconociendo que el peligro inminente y fundado de lesión puede bastar para 

habilitar la intervención judicial. 

Así las cosas, la existencia de una convocatoria pública próxima, 

sumada a antecedentes directos de conflictos, detenciones y presencia 

extrajurisdiccional de fuerzas federales, permite tener por configurado un 

supuesto de caso judicial apto para habilitar la jurisdicción de este Tribunal, en 

los términos de la normativa vigente.  

Negarlo, en este contexto, implicaría vaciar de contenido el 

principio de tutela judicial efectiva y comprometer el deber del Poder Judicial de 

garantizar los derechos fundamentales de las personas en condiciones de riesgo. 

2. Legitimación activa 

Al respecto, cabe poner de relieve que a diferencia de la legitimación 

activa en las acciones individuales, donde clásicamente y en principio la facultad de 

accionar la ejerce el titular del derecho, en el caso de las acciones colectivas rigen 

diversos principios y normas (principalmente art. 43 CN y 14 CCABA) que postulan 

                                                           
2 TSJ, “Podestá de Raimondi, Silvia Alejandra y otro c/ GCBA s/ Acción declarativa (art. 322CPCC)”, 

Expte. SAO 185/99, sentencia del 23/12/99; “Club Hípico Argentino c/ GCBA s/ Acción declarativa 

de inconstitucionalidad”, expte. Nº 3417/04, sentencia del 22/12/2004; “Alfa Lince SA c/ GCBA s/ 

Acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. Nº 13967, sentencia del 03/05/2017 entre otros 

antecedentes 



 

una legitimación amplia o anómala, con el objeto de facilitar el acceso a la 

jurisdicción y a la vez lograr que el colectivo del que se trate sea representado 

adecuadamente.  

En esta inteligencia, si el art. 14 CCABA reconoce legitimación activa 

para iniciar una acción colectiva a “cualquier habitante”, más aún debe 

reconocérsele tal prerrogativa a una persona, en este caso jurídica, cuya existencia 

encuentra su razón justamente en la asistencia del colectivo que se encontraría 

afectado en el caso de marras. 

Bien relacionado con el tema de autos, el Dr. Horacio Rosatti ha 

expresado que “el desborde del lindero entre lo nacional y lo local en la Ciudad de 

Buenos Aires puede demandarse, por parte de quien se sienta invadido, por medio 

de las acciones judiciales correspondientes”3. 

En este caso, las entidades actoras —dos personas jurídicas 

debidamente constituidas conforme a derecho— acreditan, de modo claro y 

suficiente, su condición de defensoras de derechos colectivos y su competencia 

estatutaria para accionar judicialmente en resguardo de los mismos. Se trata de 

organizaciones con una trayectoria reconocida en la promoción y protección, en 

particular, de los derechos laborales y, en general, de derechos humanos, civiles y 

sociales en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

En efecto, se advierte del estatuto constitutivo de la UNIÓN DE 

TRABAJADORAS Y TRABAJADORES DE LA ECONOMÍA POPULAR (UTEP) 

que es “una asociación que agrupa a las y los trabajadores que se desempeñan de 

manera individual o colectiva, para generar un ingreso personal y familiar (...) 

constituyéndose en una asociación de primer grado con carácter permanente para 

la defensa de los intereses de las trabajadores y los trabajadores de la economía 

popular de acuerdo a las disposiciones legales vigentes” (art. 1)4. 

La legitimación, por tanto, no surge sólo de la amplitud del artículo 14 

de la Constitución local —que autoriza a toda persona humana o jurídica a promover 

acciones de amparo cuando se vean afectados derechos colectivos—, sino también de 

                                                           
3 Rosatti, Horacio, Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires Edición Comentada, ed. 

JusBaires, CABA, 2017, pág. 19. 
4 Aprobado por RESOL-2021-449-APN-MT. 
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las disposiciones internas que rigen el objeto y los medios de actuación de las 

asociaciones actoras. 

En consecuencia, y conforme a la doctrina sentada en Halabi (Fallos 

332:111), en tanto el reclamo se orienta a la defensa de derechos de incidencia 

colectiva —como la libre circulación, la libertad de expresión y la no criminalización 

de la protesta— que resultan susceptibles de afectación directa y homogénea sobre 

un grupo determinado de personas, debe tenerse por acreditada la legitimación activa 

de las entidades actoras. 

Abona a esta postura lo resuelto por la Sala I de la Cámara de 

Apelaciones del fuero al entender que “revisten dicha calidad de legitimados activos 

los titulares de la relación jurídica sustancial y también quienes, pese a no ser los 

titulares de esa relación, han sido especialmente habilitados por el ordenamiento 

para plantear pretensiones en el ámbito jurisdiccional en resguardo de derechos 

cuya titularidad corresponde a múltiples sujetos. Por el otro, corresponde repetir 

que –tratándose de derechos de incidencia colectiva– la legitimación es más amplia, 

en tanto su titularidad corresponde no solo al afectado, sino a cualquier habitante, a 

las personas jurídicas defensoras de derechos e intereses colectivos, y al Defensor 

del Pueblo (artículos 43, CN y 14, CCABA). El reconocimiento de esta legitimación 

especial para accionar a un sujeto distinto del afectado tiene en cuenta, 

evidentemente, a la dimensión o repercusión social o sectorial que, en ciertos casos, 

puede significar la afectación de un derecho colectivo y que justifica, a su vez, 

expandir la posibilidad de ocurrir por ante la justicia”5. 

3. Competencia 

                                                           
5 Cám. de Apelaciones CAyT, Sala I, “Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) c/ GCBA s/ 

incidente de apelacion - amparo - salud-otros”,expte. 3187/2020-8, sentencia del 22/10/2021. 



 

Finalmente, en lo que respecta a la competencia material de este fuero 

para entender en la presente acción de amparo existe una diferencia sustancial con 

“Red Federal”.  

Allí la pretensión se dirigía a cuestionar el accionar concreto de 

fuerzas federales de seguridad. En esta oportunidad el objeto de la demanda se 

estructura desde una perspectiva constitucional local, con base en normas que 

definen las obligaciones propias del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires en materia de seguridad pública y de ejercicio de su autonomía 

institucional.  

Lo que se somete a consideración de este Tribunal no es la 

legalidad del comportamiento de las fuerzas federales, sino el del GCBA en su 

deber irrenunciable de abocarse a la seguridad pública (art. 34 de la 

Constitución de la CABA). El objeto específico de este amparo se centra en 

exigir que el GCBA no permita la intervención de fuerzas federales en su 

territorio sin justificación legal ni coordinación debida, haciendo valer su 

competencia exclusiva sobre el espacio público local, conforme surge de los 

artículos 31, 34, 35 y concordantes de la Constitución de la CABA y de la Ley nº 

5.688. 

Pese al esfuerzo argumental de la Fiscal en emparejar lo traído a 

juicio con “Red Federal”, además de aparentemente suponer que cualquier Sala 

de la Cámara que eventualmente resulte desinsaculada resolverá de igual 

manera, lo cierto es que este planteo, en rigor, busca un control sobre la 

conducta del Gobierno local, específicamente sobre su eventual omisión ilegítima 

frente al deber de proteger su esfera de actuación y de cumplir las competencias que 

le han sido constitucionalmente asignadas. En ese sentido, la pretensión se inscribe 

en el marco del control de legalidad de la administración pública local, lo que 

justifica plenamente la intervención del fuero contencioso administrativo y tributario 

de esta Ciudad, tal como lo prevé la ley nº 7 y el artículo 28 de la ley nº 2.145. 

Debe advertirse que, al adoptar un punto de vista que parte de las 

facultades propias del GCBA y no del accionar de órganos nacionales, la 

controversia queda circunscripta a la conducta atribuida al gobierno local: permitir, 

por acción u omisión, la presencia operativa de fuerzas federales en espacios no 

federales. En esa línea, lo que se juzga no es si tal intervención nacional fue o no 
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válida, sino si el GCBA ejerció debidamente su competencia, resguardando o no 

su autonomía y cumpliendo o no con su deber de seguridad pública. 

Así planteada la cuestión, no corresponde desplazar la competencia a 

la justicia federal. Por el contrario, debe entenderse que se trata de una típica 

controversia administrativa local sobre el alcance de los deberes del Poder Ejecutivo 

de la Ciudad frente a hechos que afectan derechos de personas en su jurisdicción. El 

análisis que aquí se propone es desde la perspectiva del derecho público local, y no 

desde el control de legalidad de normas o actos federales. Cualquier afectación que 

pudiera derivarse del accionar de fuerzas nacionales es aquí vista en tanto y en 

cuanto fue habilitada, permitida o no impedida por el GCBA. Por ende, el centro de 

gravedad del pleito permanece en esta jurisdicción. 

Por todo ello, este tribunal resulta competente para intervenir y 

resolver la presente acción. 

Por último, cabe recordar que aun en el supuesto de que, en una etapa 

ulterior, se considerara que el fondo de la cuestión requiere intervención de la justicia 

federal en los términos expuestos por la Sala I en “Red Federal”, ello no obsta a que 

este tribunal dicte medidas urgentes y preserve derechos fundamentales ante la 

inminencia del hecho denunciado. En efecto, el artículo 181 del Código Contencioso 

Administrativo y Tributario establece expresamente que las medidas dispuestas por 

un tribunal incompetente son válidas. Esta previsión normativa tiene por objeto 

evitar vacíos de tutela jurisdiccional en casos donde están comprometidos derechos 

esenciales. En tal sentido, corresponde a este fuero actuar de manera inmediata ante 

la situación planteada, sin perjuicio de lo que pudiera resolverse posteriormente en 

términos de competencia material, preservando así la finalidad constitucional del 

amparo como instrumento de resguardo efectivo. 

 



 

C 

Habilitación de la instancia en días y horas inhábiles 

Previo a analizar la procedencia de la medida cautelar peticionada en 

el escrito inaugural, corresponde que me pronuncie respecto del pedido de 

habilitación de instancia en días y horas inhábiles.  

Al respecto cabe señalar que la situación denunciada por los 

amparistas se sustenta en la posible conculcación de sus derechos fundamentales, 

puntualmente relativos a la autonomía de la CABA y la presencia de seguridad 

federal en áreas que serían jurisdicción de la Ciudad. Ello pues, frente a la gravedad 

de los hechos denunciados, se verían imposibilitados de manifestar y peticionar 

públicamente.  

Cabe recordar que expresamente manifestaron que si aguardaran hasta 

el día lunes para hacer su presentación “sería imposible encargarle a la Ciudad de 

Buenos Aires la organización de un operativo de seguridad en tan poco tiempo”. 

Así, sin perjuicio de lo dictaminado por el Ministerio Público Fiscal, a 

entender de quien aquí suscribe se configura el primer requisito contenido en el 

artículo 1 de la resolución n° 2/2013 del Consejo de la Magistratura para la 

habilitación de la instancia en días y horas inhábiles.  

Lo mismo cabe señalar respecto de la urgencia del caso, ya que la 

inminencia de la convocatoria para el 09/4/2025 en las inmediaciones del Congreso 

de la Nación imposibilitara al Poder Ejecutivo local en organizar un operativo acorde 

que garantice la salvaguarda en su propio territorio, lo cual permite tener por 

configurada dicha premura.  

Es que, a mi entender, esperar a las 9 horas del lunes 07/04 para 

promover la presente acción, sería tanto como obligaría a los actores a permanecer 

impávidos ante la posible afectación de los derechos esenciales que les asistiría. 

Maxime, si se tiene en cuenta la reciente experiencia de reclamos 

de este estilo y su resultado jurisdiccional, cuya temporalidad de resolución 

(amén del momento en el que se peticionaron) no permitieron brindar una 

respuesta eficaz a la problemática exhibida.  

Repasemos algunos de ellos: 

- “MONTENEGRO, HILDA VICTORIA Y OTROS CONTRA GCBA 

SOBRE MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA”, expediente n° 71101/2024. Iniciado 
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el 12/06/2024 por Hilda Victoria Montenegro y Juan Modarelli, ambos en carácter de 

legisladores de la Ciudad, con el objeto de obtener el dictado de una medida 

autosatisfactiva que garantice los derechos de libertad de expresión, de manifestarse 

y libre asociación ante un posible uso indiscriminado y arbitrario de las fuerzas 

de seguridad de la Ciudad en ocasión de la realización de la movilización 

convocada para ese mismo día, en contra de la sanción de la denominada “Ley 

Bases”, convocatoria que estaba prevista a las 9 hs en Plaza Congreso y es 

convocada por organismos de derechos humanos, organizaciones sociales, sindicatos 

y partidos políticos. 

El 12/06/2024 a las 16.41 hs., es decir el mismo día de la movilización 

y harta avanzada la jornada, el Juez a cargo hizo parcialmente lugar a la medida y 

ordenó al GCBA que extreme los recaudos que correspondían para dar cabal 

cumplimiento a las disposiciones que regulan su actuación en el marco de 

manifestaciones públicas, atento la normativa de derechos humanos, las previsiones 

constitucionales y legales que rigen en la materia en el marco de la movilización que 

tuvo lugar ese día en las inmediaciones del Congreso de la Nación Argentina. 

- “COMISION EJECUTIVA PROVINCIAL DE LA CIUDAD 

AUTONOMA DE BUENOS AIRES DE LA CENTRAL DE TRABAJADORES Y 

TRABAJADORAS DE LA ARGENTINA Y OTROS CONTRA GCBA SOBRE 

MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA”, expediente n° 35206/2025. En este caso, 

Daniel Adolfo Catalano, Secretario General de la Comisión Ejecutiva Provincial de 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de la Central Trabajadoras y Trabajadores de 

la Argentina (CTA) y del Consejo Directivo de Capital Federal de la Asociación de 

Trabajadores del Estado (ATE), el 11/03/2025, se presentó fuera del horario hábil 

judicial y solicitó el dictado de una medida cautelar tendiente a que se ordenase al 

GCBA –Ministerio de Seguridad– adoptar diversas medidas tendientes a preservar 



 

los derechos a la libertad de expresión, libre asociación y participación política 

plena de todas las personas que residan o quieran ingresar a la Ciudad, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 100 de la ley nº 5.688, en ocasión de la 

movilización convocada para el día miércoles 12/03/2025 en las inmediaciones 

del Congreso Nacional. 

Una vez más, la respuesta jurisdiccional, aun extremando premura, 

llegó el mismo día del evento cuya seguridad peticionaban. Así, en la primera hora 

del 12/03/2025 la Jueza hizo lugar a la medida cautelar y ordenó una serie de 

medidas a efectos de garantizar el cumplimiento de lo reglado en los artículos 100 y 

161 de la ley n° 5.688. 

- Por último, el más reciente, “SARRAUTE, REYNALDO DANIEL Y 

OTROS CONTRA MINISTERIO DE JUSTICIA Y SEGURIDAD DE LA CIUDAD DE 

BUENOS AIRES SOBRE MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA”, expediente n° 

39627/2025. Luis Aníbal Rivadeneira, Reynaldo Daniel Sarraute y José Salvador 

Lanza el 19/03/2025 peticionaron el dictado de una medida autosatisfactiva a favor 

del colectivo de personas que en el mismo día marcharían en la zona del Congreso 

de la Nación en la que se conoce como la “marcha de los jubilados” tendiente a 

garantizar el derecho a la protesta social, el deber de protección frente a injerencias 

arbitrarias en la vida privada, la libertad de reunión y de asociación pacíficas, el 

derecho a la libertad contra detenciones arbitrarias, entre otros derechos que 

entendieron podrían verse vulnerados. 

Ante dicha petición, el 19/03/2025 a las 13.25 hs., el Juez a cargo 

ordenó al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que extreme los 

recaudos que corresponda a fin de garantizar el respeto y protección de los derechos 

de las personas que asistan a la marcha a realizarse en la Ciudad de Buenos Aires ese 

mismo día. 

El denominador común de todos estos casos es que las decisiones se 

tomaron el día del caso/manifestación que intentaban tutelar y que, por el poco 

tiempo que existía entre la decisión judicial y el evento, nada de lo decidido –o muy 

poco– se pudo implementar y/o controlar. El escaso tiempo entre la orden judicial y 

el hecho que la requería no permitieron implementar las herramientas necesarias para 

hacerla efectiva. 
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Que quede claro: no se intenta aquí subrepticiamente realizar un 

escrutinio del modo de decidir de mis colegas; sino que lo que resulta relevante 

es poner de relieve lo infructuosas que resultan las demandas iniciadas con tan 

poca antelación a los hechos que jurisdiccionalmente pretenden abordar. 

Es que como ha enseñado Couture “en el orden del derecho, 

ejecución sin conocimiento es arbitrariedad; Conocimiento sin posibilidad de 

ejecutar la decisión, significa hacer ilusorios los fines de la función jurisdiccional”6  

Es por ello, que para que la justicia sea justa, debe prever la 

posibilidad de que la medida sea efectiva y pueda ejecutarse. De lo contrario, de nada 

serviría la intervención de este Poder Judicial ante el pedido de auxilio de los 

ciudadanos. 

En este sentido, no puede soslayarse que la función jurisdiccional, 

especialmente en el ámbito del proceso de amparo exige no solo una respuesta 

jurídica fundada, sino también una decisión oportuna, eficaz y ejecutable. La tutela 

judicial efectiva —consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional y 

artículo 12 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires— no se 

satisface únicamente con el dictado de una resolución formalmente válida, sino que 

requiere que dicha decisión sea susceptible de producir efectos reales en el mundo 

al cual se dirige. 

Pese a todo ello, la Fiscal estima que “cualquier intervención 

judicial durante el turno resultaría palmariamente indebida e, incluso, podría 

constituir un abuso del sistema”.  

Sin embargo, aunque cueste su comprensión para algunos 

operadores de la Justicia, deberán asumir que más allá del mundo de escritorios 

                                                           
6 COUTURE, Eduardo J. “Fundamentos del Derecho Procesal Civil”, 4ta edición, Euros Editores 

SRL, Buenos Aires, 2002, página 363. 



 

y de agudas deliberaciones jurídicas, existe un plano fáctico, real, palpable y 

muchas veces problemático. 

Nutrir la distancia entre esos escenarios no hay sino abonar la 

idea, la sensación y muchas veces la certeza de que el Poder Judicial resulta 

ajeno y apático a lo que acontece en el seno de la sociedad. 

Es que el acceso a la justicia no se agota con la posibilidad de 

presentar una demanda, sino que también comprende el derecho a obtener una 

respuesta útil, en un tiempo razonable, y con capacidad de modificar la situación 

de hecho que se denuncia como lesiva. De allí que, en contextos donde se reclama 

protección urgente frente a potenciales actos de restricción ilegítima de derechos 

fundamentales, el momento en que se dicta la decisión judicial se convierte en un 

factor determinante de su eficacia. 

Repárese así que a la luz de lo exhibido, aguardar al día lunes para que 

recién, en el mejor de los casos, durante esa misma jornada se tome una decisión, se 

tornaría automática de casi imposible cumplimiento. 

¿Acaso alguien podría pensar que el diseño de tamaño operativo 

de seguridad puede delinearse en tan solo un día? Y aunque así se intentara 

razonar, ¿cuál sería el agravio en que se otorgue mayor tiempo para ello y por 

ende se imprima mayor diligencia? 

Por lo tanto, postergar la intervención del órgano judicial hasta el 

inicio del horario hábil del lunes —en un escenario en el que se denuncia una 

inminente afectación de derechos esenciales y donde la experiencia reciente 

evidencia la ineficacia práctica de decisiones adoptadas el mismo día del evento— 

sería tanto como vaciar de contenido el derecho a la tutela judicial efectiva y 

convertir al proceso en una mera formalidad sin impacto transformador alguno. 

Ante esta situación, considero que se encuentran cumplidos en el 

sub lite la totalidad de los requisitos exigidos para la habilitación de días y horas 

inhábiles, por lo que corresponde que me aboque al tratamiento de la petición 

de medida cautelar formulada con carácter de urgente. 

 

D 

Autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
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Expuestos los antecedentes de la causa, corresponde reseñar 

concretamente la normativa relacionada con la cuestión aquí debatida, para luego 

analizar la procedencia de la medida cautelar solicitada. 

Con el objeto de contextualizar adecuadamente lo que se entiende en 

la actualidad como “autonomía de la CABA” y, lo que es más importante aún, 

cuál es su alcance, es preciso que me refiera a la construcción del ejido socio político 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a través del tiempo. 

1.1. No es novedoso que la autonomía de la CABA fue el resultado de 

un arduo y ajetreado recorrido que, en rigor, aun no se ha completado7. Nadie discute 

que los orígenes de ese proceso se remontan a cuando la Ciudad era considerada 

únicamente la Capital del país (conf. la ley n° 1029), momento a partir del cual se 

comenzó a concentrar en este territorio gran parte del poder político, económico, 

financiero, militar y social.  

Esa realidad impuso la necesidad de reconocerle a la Capital Federal 

un status institucional distinto a los conocidos, con resorte específico en la realidad 

sociopolítica que se estaba gestando. En definitiva, la organización institucional de 

las jurisdicciones constituidas y conocidas hasta entonces –Nación/Provincia– no 

eran el vínculo adecuado para definir el fenómeno territorial, social y político que se 

venía gestando en la ciudad, ya que aquí convivían distintas matrices sociales y 

políticas que impusieron la necesidad de redefinir su estructura.   

Hacer referencia a los hitos históricos no tiene relevancia en este 

pronunciamiento, así como tampoco a las posturas que se han adoptado para intentar 

encuadrar a la CABA, pero sí es importante remarcar que el proceso al que me referí 

en los párrafos anteriores culminó con la reforma constitucional de 1994.  

                                                           
7 Ver sobre este punto lo sostenido recientemente por la CSJN en Fallos: 348:45 “Levinas”. 



 

Esto adquiere relevancia porque es a partir de ese momento que la 

CABA adquiere un status “especial”, autónomo, propio y distintivo. Sin 

embargo, eso es tan cierto como que hasta la actualidad existen fronteras 

permeables, con grises. 

Volviendo, a partir de la reforma constitucional del año 1994, el 

artículo 129 de la Constitución Nacional establece que “[l]a Ciudad de Buenos 

Aires tendrá un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de 

legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el 

pueblo de la ciudad. Una ley garantizará los intereses del Estado nacional, 

mientras la Ciudad de Buenos Aires sea capital de la Nación. En el marco de lo 

dispuesto en este artículo, el Congreso de la Nación convocará a los habitantes de la 

Ciudad de Buenos Aires para que, mediante los representantes que elijan a ese 

efecto, dicten el estatuto organizativo de sus instituciones”. 

En la redacción de dicho artículo quedó plasmado que la Ciudad elige 

su propio Jefe de Gobierno, sin injerencia del Poder Ejecutivo Nacional y que 

adquiere un status constitucional autonómico con facultades propias de legislación y 

jurisdicción, aclarando asimismo que se garantizarán los intereses del Estado 

nacional, por cuanto, a su vez la CABA, sigue siendo la capital de la Nación8. 

Se colige hasta aquí que, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

posee “un régimen de gobierno autónomo”, que se rige por su estatuto organizativo 

(Constitución de la CABA), con facultades propias de legislación y jurisdicción y, al 

mismo tiempo, es la Capital de la Nación.  

Esta dualidad implica que en el mismo territorio geográfico 

conviven dos tipos de autoridades: las locales propias de ese gobierno autónomo 

y las federales. En ese escenario resulta imprescindible remarcar hasta dónde la 

                                                           
8 Ello se corrobora a lo largo de todo el articulado de la CN, a saber: a) el artículo 3 establece que las 

autoridades que ejercen el Gobierno federal residen en la ciudad que se declare Capital de la 

República; b) los artículos 44, 45 y 54 que disponen que el Senado de la Nación se integrará con tres 

senadores por las provincias y tres por la Ciudad y la Cámara de Diputados tendrá representantes del 

pueblo de las provincias, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de la Capital en caso de traslado; 

c) el artículo 75 inc. 2 respecto a la coparticipación impositiva entre Nación, la Ciudad y las 

Provincias y los incisos 30 y 31 que dispone cuál será la injerencia del Congreso en la CABA 

(previsión similar contenida en el artículo 99 inciso 20 respecto al Poder Ejecutivo); d) el artículo 124 

que dispone un régimen especial que se encabeza para la Ciudad en materia de regionalización y 

convenios internacionales; e) el artículo 125, el que si bien conserva para el Congreso la atribución de 

ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la Capital Federal, debe ser circunscriptos en sus 

alcances sólo a la legislación que corresponda dictar sobre la Ciudad en su calidad de asiento de las 

autoridades nacionales. 
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CABA tiene injerencia en el territorio y a partir de dónde es el Gobierno Nacional 

que puede interferir.  

La necesidad de recordar cuál es esa frontera, lejos de significar una 

lucha por cuestiones no resueltas, significa poner en valor el sistema normativo 

imperante hasta la actualidad. 

Por lo tanto, puede afirmarse que “el Estado federal supone la 

existencia de más de un centro territorial con capacidad normativa, en el que se 

equilibran la unidad de un solo Estado con la pluralidad y autonomía de muchos 

otros”9. 

1.2. Con este concepto in mente, como ya se adelantó, que el asiento 

del Estado nacional se encuentre en el territorio de la CABA, lejos de significar un 

límite claro y preciso, sigue ocasionando divergencias y opacidades, donde se filtran 

avances en desmedro de esa autonomía alcanzada y que, para ponerla en valor, 

esos avances deben ser evitados sin menoscabar los intereses del Gobierno Nacional. 

Dicho esto, es oportuno reseñar que con el objetivo de garantizar la 

convivencia de ambas características (autonomía y sede del gobierno central), el 

08/11/1995 se sancionó la ley n° 24.588 de Garantía de Intereses del Estado 

Nacional (conocida como “ley Cafiero”), cuyo fin fue asegurar el ejercicio de los 

poderes atribuidos a las autoridades del Gobierno de la Nación en el territorio de la 

Ciudad “mientras sea Capital de la República” (artículo 1)10.  

Es decir que esta ley tiene como norte realizar un deslinde de 

competencias en el que, primero, la Nación mantenga las funciones institucionales 

necesarias mientras la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sea Capital de la 

                                                           
9 Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina comentada y concordada, 4ta edición 

ampliada y actualizada, Buenos Aires: La Ley, 2015, pág. 31. 
10 La CSJN definió a esta norma como “reglamentaria” del artículo 129 de la Constitución Nacional 

(Fallos 320:875). 



 

República y, segundo, se transfiera a la CABA todas las competencias que no 

interfieran con los intereses nacionales. Esta es la premisa básica y debe ser 

ponderada en cada situación que se presente en el que existan intereses que pudieran 

ser divergentes. 

Al sólo efecto de describir las pautas delineadas en la ley mencionada, 

es oportuno señalar que allí se dispuso que “la Nación conserva todo el poder no 

atribuido por la Constitución al gobierno autónomo de la ciudad de Buenos Aires, y 

es titular de todos aquellos bienes, derechos, poderes y atribuciones necesarios 

para el ejercicio de sus funciones” (artículo 2). 

Luego, define concretamente el objeto de “interés federal” donde el 

Estado nacional conserva su poder y señala que es de jurisdicción federal “todos los 

inmuebles sitos en la ciudad de Buenos Aires, que sirvan de asiento a los poderes 

de la Nación así como cualquier otro bien de propiedad de la Nación o afectado al 

uso o consumo del sector público nacional” (artículo 3).  

Por su parte, es relevante señalar que el artículo 4 avanza en la 

determinación de las facultades de organización interna de la Ciudad al dejar en 

manos del Estatuto Organizativo el diseño de las instituciones locales del Gobierno 

autónomo y asegurar que el Gobierno nacional no intervendrá en la elección o 

designación del jefe de gobierno, los legisladores y demás funcionarios. 

Se previó también que “[e]l Estado Nacional y la ciudad de Buenos 

Aires celebrarán convenios relativos a la transferencia de organismos, funciones, 

competencias, servicios y bienes” (artículo 6)11. 

Por su parte, con la sanción de la ley n° 24.620 el Congreso de la 

Nación instrumentó la metodología para la elección de autoridades del Gobierno 

local.  

De su articulado es adecuado reseñar allí se dispuso que se “deberá 

crear todos los órganos de gobierno necesarios para ejercer las funciones 

administrativas, jurisdiccionales y legislativas en el territorio de la Ciudad de 

                                                           
11 Desde el año 2000 hasta el año 2018 se suscribieron sendos convenios de transferencia entre el 

Gobierno Nacional y la CABA. A partir de aquellos se traspasaron competencias penales a la órbita 

del Poder Judicial local (ratificados luego por el Congreso de la Nación). La competencia en las 

Relaciones de Consumo, de la Justicia Nacional Ordinaria en lo Penal, ciertas facultades y funciones 

de la Inspección General de Justicia y del Registro de la Propiedad Inmueble, también fueron 

incluidos en Convenios de Transferencia, sin embargo en estos casos sólo fueron ratificados por la 

Legislatura. 



  
  

JUZGADO DE 1RA INSTANCIA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO Nº 

2   SECRETARÍA N°3 

CGT (COM DE DDHH), UTEP Y OTROS CONTRA GCBA SOBRE AMPARO - SEGURIDAD PÚBLICA 

Número: EXP 51190/2025-0 

CUIJ: EXP J-01-00051190-7/2025-0 

Actuación Nro: 521365/2025 

 

Buenos Aires en el marco de la autonomía establecida en el artículo 129 de la 

Constitución Nacional, y sin afectar lo dispuesto por la ley que garantiza los 

intereses del Estado nacional mientras sea Capital de la República, siendo nulo y de 

nulidad absoluta todo aquello que sancione la Asamblea, que implique una 

derogación o modificación de disposiciones constitucionales, de la ley de garantías 

antes referida o de la presente ley” (artículo 8). 

El desafío de entonces radicaba, justamente, en “sortear” y/o 

“resolver” las restricciones que imponía (e impone aun actualmente) la ley n° 24.588.  

1.3. Ahora bien, teniendo en miras el articulado de la Constitución de 

la CABA, confrontados con la ley n° 24.588, es preciso indicar que ésta última fue 

objeto de diversas y profusas críticas que suscitaron controversias de tal magnitud 

que fueron atendidas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  

Sólo para ejemplificar, mencionaré que en el precedente “Gauna”, 

fue la primera oportunidad en que la CSJN no sólo evaluó la constitucionalidad de 

las leyes n° 24.588 y 24.620, sino también, definió el status constitucional de la 

Ciudad de Buenos Aires. En lo que aquí importa, el Máximo Tribunal federal 

sostuvo que la CABA tiene un “status constitucional especial” y que la misma tiene 

un “perfil distintivo y diferenciado de la Capital Federal, de las provincias y de los 

municipios”.  

En torno a la constitucionalidad de las leyes n° 24.588 y 24.620, en el 

voto mayoritario de esa causa, ratificó la legitimidad de dichas leyes, toda vez que 

las características de las mismas eran producto de lo dispuesto por el artículo 129 de 

la Constitución Nacional y “procuran conjurar una situación excepcional y 



 

transitoria dando una solución acorde a las exigencias del proceso de transición 

iniciado con la reforma de 1994” 12. 

Luego se expidió en la causa “Corrales”13. En esa oportunidad el 

Máximo Tribunal federal reconoció categóricamente las facultades jurisdiccionales 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y, en definitiva, de su autonomía. A partir 

de los fallos “Nisman”, “Bazán” y “Córdoba”14, la CSJN modificó su postura 

restrictiva con relación al status de la CABA. De esta forma, calificó a la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires como “ciudad constitucional federada” y la equiparó a 

un estado provincial a efectos de la competencia originaria. 

En el precedente “Bazán” la Corte recalcó que “la reforma de 1994 

no solamente introduce a la ciudad como un actor autónomo del sistema federal sino 

que al hacerlo modifica radicalmente la histórica premisa según la cual la unión 

nacional requería suspender la participación de la ciudad como sujeto autónomo”. 

Sobre este aspecto enfatizó que, no resultaba compatible con los principios de 

equidad, solidaridad e igualdad de oportunidades que requiere un proceso de 

desarrollo de escala federal para “equilibrar el desigual desarrollo relativo de las 

provincias y regiones” (conf. artículos 75 inciso 2 y 19, de la Constitución 

Nacional). 

Por su parte, en el precedente “Córdoba” el Tribunal cimero afirmó 

que la Ciudad “tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que 

rige la jurisdicción de los tribunales federales”. 

Así pues, si bien la CSJN entiende que la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires no es una provincia, la calificó como una “ciudad constitucional 

federada”, es decir un nuevo sujeto de la relación federal. 

A esta altura y para despejar cualquier incertidumbre al respecto 

resultan elocuentes las palabras vertidas por el Dr. Horacio Rosatti, al reflexionar 

lo siguiente:  

“¿Cuál es el alcance de las restricciones impuestas a la Ciudad de 

Buenos Aires en tanto Capital Federal? ¿Cómo se compatibiliza tal federalización, 

dispuesta por el artículo 3 de la Constitución Nacional y por la cláusula del 

                                                           
12 Fallos: 320:875. Criterio que reiteró años más tarde en Fallos: 330:5279 “GCBA c/ Tierra del 

Fuego”. 
13 Fallos 338:1517. 
14 Fallos 339:1342, 342:509 y 342:533, respectivamente. 
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artículo 129 que reconoce a la Ciudad un gobierno autónomo con facultades 

propias de legislación y jurisdicción` y con un Jefe de Gobierno elegido 

directamente por sus vecinos?  

La reforma de 1994 permite extraer las siguientes conclusiones:  

1. La federalización no involucra a ‘todo territorio’ y no rige ‘para 

todas las actividades’, puesto que ‘el territorio’ mantiene una representación 

política propia (tres senadores al Congreso de la Nación) y posee un fuerte grado 

de A autodeterminación (gobierno propio, facultades propias, autarquía) 

desconocido antes de la reforma, en la medida en que el esquema de la Constitución 

originaria (1853/60) consideraba al presidente de la Nación ‘jefe inmediato y local’ 

de la Capital (ex artículo 86, inciso 3) y el Congreso ejercía una legislación 

exclusiva en ` todo' su territorio (ex artículo 67, inciso 27).  

2. La determinación de los intereses nacionales (derivados del 

carácter de Capital de la República que actualmente posee Buenos Aires) surge de 

una ley especial del Congreso, dictada en cumplimiento de un mandato 

constitucional.  

3. El desborde del lindero entre lo nacional y lo local en la Ciudad 

de Buenos Aires puede demandarse, por parte de quien se sienta ‘invadido’, por 

medio de las acciones judiciales correspondientes. Asimismo el Gobierno federal 

podría intervenir la ciudad fundando en esta causa (artículo 73, inciso 31). 

 La Ciudad de Buenos Aires no es una sucursal del Gobierno de las 

Nacional con fines indeterminados. ‘Sólo y en la medida’ de la ‘necesidad federal’ 

(delimitada por la ley de garantía, explicitada por el Congreso en función de lo 

previsto en el artículo 73, inciso 30, y vivificada por la sana práctica del gobierno) 

deben entenderse retraídas las competencias de la ciudad constitucional.  



 

Sin descuidar los importantísimos intereses de la Nación en el tema 

(es decir, la capitalidad de la ciudad constitucional), el constituyente de 1994 ha 

definido el estatus jurídico pensando primero en Buenos Aires como ciudad y luego 

en Buenos Aires como Capital Federal. Por ello el grueso del régimen local y el 

trazo de su poder constituyente está esbozado en una cláusula constitucional 

reconocimiento de su permanente (artículo 129), derivando a una norma de 

jerarquía infra-constitucional (Ley del Congreso) la garantía de los intereses de la 

Capital,  

Más aún: la capitalidad de la Ciudad de Buenos Aires podría 

modificarse por una norma infraconstitucional (Ley del Congreso, según el artículo 

3 de la Constitución Nacional) con mayoría no agravada, pero su estatus jurídico y 

el trazo grueso-de su régimen político no podría alterarse sin reforma constitucional 

(ROSATTI, Horacio, Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires Edición 

Comentada, ed. JusBaires, CABA, 2017, págs.19 y 20)”. 

1.4. Para finalizar el racconto institucional de esta Ciudad de Buenos 

Aires se debe hacer mención que el 01/10/1996 se sancionó la Constitución de la 

CABA. 

En ese cuerpo normativo, se estableció un sistema amplio de derechos 

fundamentales con la inclusión de los denominados nuevos derechos y garantías, 

refiriéndose, no sólo a los reconocidos en la Constitución Nacional, sino también 

aquellos que se encuentran plasmados en los tratados internacionales.  

Allí también se organizaron los poderes que conforman el Estado 

local, definiendo las materias sobre las que versan cada una de sus atribuciones. 

Sobre el particular, me referiré a las mentadas atribuciones de los tres 

poderes del Estado local y sus actuaciones frente al deber de seguridad garantizado 

en el la Carta Magna local.    

 

E  

La seguridad 

1. Regulación federal 

En lo que aquí importa, la presente acción tiene por objeto precaver la 

vulneración de los derechos y garantías que específicamente se garantizan en la 
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Constitución Nacional, puntualmente en el artículo 129 en el que se garantiza la 

autonomía de la Ciudad de Buenos Aires.  

1.1. En la ya mencionada ley n° 24.588 se receptaron ciertos 

principios y/o parámetros en materia de seguridad.  

En la redacción original del artículo 7, se determinó que el Poder 

Ejecutivo Nacional, a través de la Policía Federal, tenía a su cargo la competencia en 

materia de seguridad y protección de los bienes y personas de la Ciudad de Buenos 

Aires, incluyendo la función de auxiliar de justicia. A la par, le prohibió a la Ciudad 

la creación de organismos de seguridad sin autorización del Congreso de la Nación. 

No obstante, le otorgó la posibilidad de celebrar convenios de cooperación entre el 

Estado nacional y los órganos de Gobierno local.  

Sin embargo, el 06/07/2007 se sancionó la ley n° 26.288 que modificó 

el artículo antes mencionado y limitó la actuación del Gobierno nacional en 

materia de seguridad.  

Concretamente el Gobierno nacional ejerce en la Ciudad de Buenos 

Aires –mientras sea Capital de la República– “sus funciones y facultades en 

materia de seguridad con la extensión necesaria para asegurar la efectiva vigencia 

de las normas federales”, a la vez que “[e]l Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 

ejercerá las funciones y facultades de seguridad en todas las materias no federales. 

El Gobierno nacional las seguirá ejerciendo hasta tanto aquel ejercicio sea 

efectivamente asumido por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. La Ciudad de 

Buenos Aires podrá integrar el Consejo de Seguridad Interior”. 

Esto último, dio lugar a la creación de la Policía Metropolitana –que 

luego conformará lo que se denominó Policía de la Ciudad– y que se materializó con 



 

la aprobación por la Legislatura de la Ciudad del Convenio de Traspaso15, donde 

todas las funciones y facultades de seguridad en todas las materias no federales 

son asumidas por la Ciudad y el Estado Nacional transfiere los recursos para 

ello. 

Entre las cláusulas de ese convenio, resulta destacable reiterar que se 

acordó que la CABA asumirá todas las funciones y facultades de seguridad en 

todas las materias no federales para ser ejercidas en el ámbito de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. Como contrapartida, el Gobierno nacional, de 

conformidad con lo estipulado por el artículo 2 de la ley nº 26.288, conservará los 

recursos necesarios para asegurar la función de seguridad en materia federal en 

el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Sin perjuicio de la claridad sobre la que versan las facultades en 

materia de seguridad de cada jurisdicción, en ese convenio se estableció que se 

garantizan en forma recíproca, la prestación de todas las funciones de las áreas 

transferidas a la CABA y aquellas que continua en el ámbito del Estado Nacional 

“que sean necesarias para asegurar el servicio de seguridad en ambas 

jurisdicciones. Para ello las partes suscribirán los protocolos de actuación y 

colaboración pertinentes que aseguren el servicio de seguridad en ambas 

jurisdicciones” (cláusula sexta). 

1.2. A su turno, la ley Orgánica para la Policía Federal (decreto ley 

nº 333/58) en su artículo 1 dispone que “[l]a policía Federal cumple funciones de 

Policía de Seguridad y Judicial en el territorio de las Provincias y Capital de la 

Nación, dentro de la jurisdicción del Gobierno de la Nación”. 

En cuanto a las funciones y atribuciones de esa fuerza de seguridad, el 

artículo 3 –en lo que aquí interesa– remarca como una de sus funciones “3. Proveer 

a la seguridad de las personas o cosas de la Nación, entendiéndose por tales, los 

funcionarios, empleados y bienes nacionales […] 6.- Cooperar dentro de sus 

posibilidades con las justicias nacional, militar y provinciales para el mejor 

cumplimiento de la función jurisdiccional, cuando así se le solicitare”. 

A su vez, el artículo 4 dispone que “[e]n la Capital Federal [esto es, 

en el contexto de su status de Capital de la República] son funciones de la Policía 

                                                           
15 Convenio 1/2016 del 05/01/2016, aprobado por resolución n° 298/2016, ratificada por el Congreso 

de la Nación mediante ley n° 27.606 
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Federal […] [v]elar por el mantenimiento del orden público y de las buenas 

costumbres garantizando la tranquilidad de la población”. 

En otro orden de ideas se asienta que la Policía Federal “podrá actuar 

en jurisdicción de otras policías nacionales, cuando razones de urgencia o la 

naturaleza del hecho que se investiga lo justifiquen debiendo dar conocimiento en 

forma circunstanciada a las autoridades correspondientes” (artículo 9). 

Es importante resaltar que el artículo 10 prevé concretamente que la 

Policía Federal podrá “[i]ntervenir en hechos de jurisdicción provincial en ausencia 

de la autoridad local, para prevenir el delito o asegurar la persona del delincuente, 

o realizar las medidas urgentes de prueba, debiendo dar aviso y hacer entrega 

inmediatamente a dicha autoridad, de las actuaciones correspondientes, con los 

detenidos y elementos de delitos si los hubiere”. 

1.3. Cabe mencionar ahora que la ley n° 19.349 de Gendarmería 

Nacional describe que se trata de una fuerza de seguridad militarizada “dependiente 

del Comando en Jefe del Ejército, estructurada para cumplir las misiones que 

precisa esta ley, en la zona de Seguridad de Fronteras y demás lugares que se 

determinen al efecto” (artículo 1).  

En términos generales, en el artículo 2 se delinea su misión, que es la 

de satisfacer las necesidades inherentes al servicio de policía que le compete al 

Comando en Jefe del Ejército, en la zona de seguridad de fronteras “y demás lugares 

que se determinen al efecto, en materia de: a) Policía de Seguridad y Judicial en el 

fuero federal. b) Prevención y represión de las infracciones que le determinen leyes 

y decretos especiales. c) Policía de Seguridad en la vigilancia de fronteras, 

protección de objetivos y otras actividades afines con sus capacidades, de acuerdo 

con las disposiciones que establezca el Comando en Jefe del Ejército”. 



 

Entre sus funciones destacables “[d]entro de su jurisdicción” se 

enumeran las de: a) Policía de seguridad y judicial en el fuero federal; b) Policía de 

prevención y represión de infracciones que le determinen leyes y decretos especiales; 

c) Intervenir para reprimir la alteración del orden público, o cuando éste se vea 

subvertido, o cuya magnitud sobrepase las posibilidades de control de las fuerzas 

policiales, o cuando adquiera las características de guerrilla, en cualesquiera de sus 

formas. Esta función será ejercida por disposición del Poder Ejecutivo Nacional; d) 

Toda otra función que se le asigne conforme a su misión y capacidades; entre otras 

relativas a la custodia y defensa de fronteras y ríos (artículos 2 y 3). 

En la ley comentada, también se delimita la jurisdicción de actuación 

de esta fuerza, destacando que éstas son las fronteras terrestres y lacustres, túneles y 

puentes internacionales, así como “cualquier otro lugar del territorio de la Nación, 

cuando ello sea dispuesto por el Poder Ejecutivo con vista al mantenimiento del 

orden y la tranquilidad pública o para satisfacer un interés de seguridad nacional 

[u] otro lugar del país a requerimiento de la Justicia Federal” (artículo 5). 

1.4. A su turno, en la ley n° 26.102 de Seguridad Aeroportuaria en 

el artículo 11 dispone que ésta actuará en el ámbito del Ministerio del Interior como 

autoridad superior responsable de la seguridad aeroportuaria del Sistema Nacional de 

Aeropuertos. 

Asimismo, detalla que su misión será “1. La seguridad aeroportuaria 

preventiva consistente en la planificación, implementación, evaluación y/o 

coordinación de las actividades y operaciones, en el nivel estratégico y táctico, 

necesarias para prevenir, conjurar e investigar los delitos y las infracciones en el 

ámbito aeroportuario. 2. La seguridad aeroportuaria compleja consistente en la 

planificación, implementación, evaluación y/o coordinación de las actividades y 

operaciones, en el nivel estratégico y táctico, necesarias para realizar el control y la 

conjuración de los actos delictivos complejos cometidos por organizaciones 

criminales, relacionados con el narcotráfico, el terrorismo, el contrabando y otros 

delitos conexos” (artículo 12). 

Se aclara a su vez en el artículo 15, que “la jurisdicción de la Policía 

de Seguridad Aeroportuaria se podrá extender a todo el territorio nacional cuando 

los hechos investigados pudieran vulnerar la seguridad aeroportuaria. Cuando las 

acciones de la Policía de Seguridad Aeroportuaria deban desarrollarse fuera del 
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ámbito aeroportuario, deberá ponerse en conocimiento a la autoridad en seguridad 

o policial que también posea jurisdicción en el territorio de que se trate siempre que 

ello no afecte el normal desarrollo de tales actividades”. 

1.5. Finalmente, me referiré a la ley n° 18.398 de la Prefectura 

Naval Argentina el contundente artículo 1 reza: “La Prefectura Naval Argentina es 

una fuerza de seguridad”. 

Como tal, ejerce el servicio de policía de seguridad y la jurisdicción 

administrativa de la navegación, el servicio de policía de seguridad y judicial, en lo 

que sea de su competencia y asegurar el orden público (artículo 2). 

Puntualmente dispone que esta fuerza actúa “con carácter exclusivo y 

excluyente” en “a) Mares, ríos, lagos, canales y demás aguas navegables de la 

Nación que sirvan al tránsito y comercio interjurisdiccional, y en los puertos 

sometidos a jurisdicción nacional. b) Antártida Argentina, Islas Malvinas y demás 

islas del Atlántico Sur. c) En las costas y playas marítimas, hasta una distancia de 

cincuenta (50) metros a contar de la línea de la más alta marea y en las márgenes de 

los ríos, lagos, canales y demás aguas navegables, hasta una distancia de treinta y 

cinco (35) metros, a contar de la línea de la más alta crecida ordinaria, en cuanto se 

relacione con el ejercicio de la policía de seguridad de la navegación. d) A bordo de 

los buques en aguas jurisdiccionales y en los de bandera argentina que se 

encuentren en mar libre. e) A bordo de los buques de bandera argentina que se 

encuentren en puertos extranjeros, específicamente en todo lo referente a la policía 

de seguridad de la navegación y al ejercicio de la jurisdicción administrativa de la 

navegación y, en general, en todo caso en que de acuerdo con el derecho 

internacional público, no sea de la competencia del Estado jurisdiccional local. f) 

Zonas de Seguridad de Frontera Marítima y en las márgenes de los ríos navegables, 



 

de acuerdo a lo previsto en la ley de jurisdicciones de las Fuerzas de Seguridad, al 

solo efecto de los delitos de competencia federal” (artículo 4). 

Asimismo, entre sus funciones se destacan las de actuar como policía 

de seguridad, mantener el orden publico y contribuir a la seguridad del Estado, 

prestar “en cuanto se relacione con sus funciones específicas” el auxilio que le 

requieran las autoridades competentes, colaborar con su servicio de comunicaciones 

con las distintas autoridades policiales (artículo 5) y también “podrá actuar en 

jurisdicción de otras policías, cuando razones de urgencia o la naturaleza del hecho 

que se investiga lo justifiquen, debiendo dar conocimiento inmediato en forma 

circunstanciada a las autoridades correspondientes” (artículo 7). 

1.6. Ahora bien, la ley nº 24.059 de Seguridad Interior, cuyo objeto 

es sentar las bases jurídicas, orgánicas y funcionales “del sistema de planificación, 

coordinación, control y apoyo del esfuerzo nacional de policía tendiente a 

garantizar la seguridad interior”, define como “seguridad interior” “a la situación 

de hecho basada en el derecho en la cual se encuentran resguardadas la libertad, la 

vida y el patrimonio de los habitantes, sus derechos y garantías y la plena vigencia 

de las instituciones del sistema representativo, republicano y federal que establece 

la Constitución Nacional” (artículos 1 y 2)16. 

El cuerpo normativo reseñado, prescribe que esa “seguridad interior” 

se encuentra reglada por las leyes nacionales y provinciales referidas a la materia, 

vigentes en cada jurisdicción y que el status jurídico será el de “convenio” en cuanto 

a la acción coordinada interjurisdiccional con aquellas provincias que adhieran a 

la misma (artículo 5). Esto quiere decir que su finalidad de la norma es planificar, 

coordinar, dirigir, controlar y apoyar políticas de seguridad (artículo 6)17. 

A esta altura, ponderando el objeto de esta acción y el alcance cautelar 

pretendido, resulta de importancia señalar que el artículo 19 dispone la 

obligatoriedad de la cooperación y actuación supletoria entre Policía Federal, 

                                                           
16 El artículo 1 del decreto reglamentario n° 1273/1992, ratifica que debe garantizarse el debido y más 

eficaz tratamiento policial, preventivo o represivo, frente a desastres naturales o causados por el 

hombre y a ilícitos que por su naturaleza, magnitud, consecuencias previsibles, peligrosidad o 

modalidades, comprometan la libertad, la vida, el patrimonio de los habitantes, sus derechos y 

garantías, los servicios públicos esenciales y, en particular, la plena vigencia de la Constitución 

Nacional y de las leyes dictadas en su virtud. 
17 Conforme artículo 15 de la ly 5866: “La Ciudad Autónoma de Buenos Aires adhiere a la Ley 

Nacional N° 24.059, de Seguridad Interior, al Decreto N° 1.273/92, y participa e integra en todas las 

instancias creadas por la Ley Nacional N° 25.520 de Inteligencia Nacional”. 
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Policía de Seguridad Aeroportuaria, Gendarmería Nacional y Prefectura Naval 

Argentina.  

Ahora bien, en torno al empleo de los cuerpos policiales y fuerzas de 

seguridad nacional “fuera del ámbito de las normas que reglan la jurisdicción 

federal ” el artículo 23 precisa que aquéllas “estará estrictamente sujeto al 

cumplimiento de alguno de los siguientes supuestos: a) Cuando estén en peligro 

colectivo la vida, la libertad y el patrimonio de los habitantes de una región 

determinada; b) Cuando se encuentran gravemente amenazados en todo el país o en 

una región determinada del mismo, los derechos y garantías constitucionales o la 

plena vigencia de las instituciones del sistema representativo, republicano y federal; 

c) En situación de desastre según los términos que norman la defensa civil”. 

De tal modo, producidos los supuestos contemplados en el artículo 

precedente, el gobernador de la provincia –donde los hechos tuvieren lugar– 

podrá requerir al Ministerio de Seguridad el concurso de los cuerpos policiales 

y fuerzas de seguridad del Estado nacional a fin de dominar la situación.  

A su vez, se dará al Comité de Crisis la intervención que le compete, 

de acuerdo a lo normado en la presente ley y se efectúa una importante salvedad: 

“[s]in requerimiento del gobierno provincial, no podrán ser empleados en el 

territorio provincial los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad del Estado 

nacional sino una vez adoptadas las medidas prescritas en los artículos 6º y 23 de la 

Constitución Nacional, o bien por orden de la justicia federal” (artículo 24).  

A la par, el decreto n° 1273/92, reglamentario de la Ley Nacional de 

Seguridad Interior, especifica que “sin requerimiento del gobierno provincial, el 

concurso de los Cuerpos Policiales y Fuerzas de Seguridad del Estado Nacional en 

territorio provincial sólo podrá tener lugar: a. En el supuesto de intervención 

federal; b. En el supuesto del Título IV de la Ley de Seguridad Interior, previa 



 

declaración del estado de sitio; o c. A solicitud de la Justicia Federal, cuando la 

orden emanada de la misma devengue de acto jurisdiccional correspondiente a su 

competencia. En este caso, las Fuerzas de Seguridad y Policiales del Estado 

Nacional actuarán en su carácter de auxiliares de la justicia con las limitaciones y 

dentro del marco del proceso en el que la orden o requerimiento haya sido 

impartida”. 

A su turno, al reglamentar el artículo 23 de la ley, el decreto 

puntualiza que “las policías locales deberán continuar actuando, simultánea o 

conjuntamente, con las Fuerzas Nacionales en el rol que el Planeamiento o las 

autoridades facultadas por la Ley determinen” (artículo 17). Y en lo relativo a la 

reglamentación del artículo 24, el reglamento dispone que “los Gobernadores 

contemplarán, en lo posible, la antelación necesaria para facilitar las etapas de 

preparación, alistamiento y desplazamiento de los efectivos a emplearse” (artículo 

19). 

1.8. Así las cosas, el 14/12/2023 se dictó la resolución n° 943/2023 

del Ministerio de Seguridad “Protocolo para el Mantenimiento del Orden 

Público ante el Corte de Vías de Circulación” (conocido como “Protocolo 

Antipiquetes”). 

Tiene por finalidad dar un marco de actuación a la intervención de las 

Fuerzas Policiales y de Seguridad Federales frente a impedimentos al tránsito de 

personas o medios de transporte, cortes parciales o totales de rutas nacionales y otras 

vías de circulación sujetas a la jurisdicción federal y en territorios provinciales o de 

la CABA en los casos y bajo las condiciones establecidas por los artículos 23 y 24 de 

la ley de Seguridad Interior nº 24.059. 

En efecto, su artículo 1 establece que las Fuerzas Policiales y de 

Seguridad Federales intervendrán frente a impedimentos al tránsito de 

personas o medios de transporte, cortes parciales o totales de rutas nacionales y 

otras vías de circulación sujetas a la jurisdicción federal.  

A su vez, se prevé que tal intervención tendrá lugar “sin que 

necesariamente medie orden judicial, toda vez que se trata de un delito flagrante 

reprimido por el artículo 194 del Código Penal de la Nación Argentina; sin 

perjuicio de la comunicación inmediata al juez o al fiscal competente” (artículo 2). 



  
  

JUZGADO DE 1RA INSTANCIA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO Nº 

2   SECRETARÍA N°3 

CGT (COM DE DDHH), UTEP Y OTROS CONTRA GCBA SOBRE AMPARO - SEGURIDAD PÚBLICA 

Número: EXP 51190/2025-0 

CUIJ: EXP J-01-00051190-7/2025-0 

Actuación Nro: 521365/2025 

 

En el artículo 3 se defina a la protesta social como “impedimentos al 

tránsito de personas o medios de transporte, cortes parciales o totales de rutas 

nacionales y otras vías”.  

Se prevé también que la acción “de las Fuerzas Policiales y de 

Seguridad Federales, ante tales situaciones delictivas, estará orientada a despejar 

los accesos y las vías de comunicación o de transporte, en el marco de la ley y en 

cumplimiento de sus fines hasta dejar totalmente liberado el espacio destinado a la 

circulación” (artículo 4). Esta calificación se ratifica en el artículo 11 al 

conceptualizarlas como “actos ilegítimos”. 

En estos procedimientos “los efectivos emplearán la mínima fuerza 

necesaria y suficiente, con especial atención y cuidado ante la presencia de niños, 

mujeres embarazadas o ancianos. Esa fuerza será graduada en proporción a la 

resistencia opuesta por los manifestantes o sus apoyos, siempre con empleo de 

armas no letales” (artículo 5). 

2. Regulación local 

2.1. Al igual que nuestra Carta Magna, la Constitución de la CABA, 

en el apartado de seguridad, el artículo 34 prescribe que “[l]a seguridad pública es 

un deber propio e irrenunciable del Estado y es ofrecido con equidad a todos los 

habitantes. El servicio estará a cargo de una policía de seguridad dependiente del 

Poder Ejecutivo […] El Gobierno de la Ciudad coadyuva a la seguridad ciudadana 

desarrollando estrategias y políticas multidisciplinarias de prevención del delito y la 

violencia, diseñando y facilitando los canales de participación comunitaria”. 

A fin de garantizar la seguridad el Poder Ejecutivo tiene a su cargo 

crear un organismo encargado de elaborar los lineamientos generales en 

materia de seguridad, tendiente a llevar a cabo las tareas de control de la actuación 

policial y el diseño de las acciones preventivas necesarias.  



 

Ello estará a cargo de un Consejo de Seguridad y Prevención del 

Delito y será un órgano de consulta permanente del Poder Ejecutivo en las políticas 

de seguridad y preventivas (artículo 35). 

Cobra relevancia también el artículo 80 inciso 2 de la Constitución 

local, que otorga la facultad de legislar en materia “de seguridad pública, policía y 

penitenciaría”. A su turno y relativo a otro poder del Estado local, el artículo 104 

inciso 14, pone en cabeza del Jefe de Gobierno, establecer la política de 

seguridad, conducir la policía local e impartir las órdenes necesarias para 

resguardar la seguridad y el orden público. 

2.2. Asimismo, el 17/11/2016 se sancionó la ley n° 5688 de Sistema 

Integral de Seguridad Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Con una redacción muy similar a la ley de Seguridad Interior (v. 

artículos 1 y 2), esta norma establece que “la seguridad pública implica la acción 

coordinada y la interacción permanente entre las personas y las instituciones del 

sistema democrático, representativo y republicano, particularmente, los organismos 

componentes del Sistema Integral de Seguridad Pública de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires” (artículo 3). 

Por su parte, el artículo 4 prevé, concordantemente con el mandato 

constitucional local,  que la seguridad pública es un deber propio e irrenunciable 

del Estado de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que debe arbitrar los medios 

para salvaguardar la libertad, la integridad y derechos de las personas, así como 

preservar el orden público, implementando políticas públicas tendientes a asegurar la 

convivencia y fortalecer la cohesión social, dentro del estado de derecho, 

posibilitando el goce y pleno ejercicio, por parte de las personas, de las libertades, 

derechos y garantías constitucionalmente consagrados. 

En su artículo 7 dispone que “son objetivos del Sistema Integral de 

Seguridad Pública de la Ciudad: 1. Facilitar las condiciones que posibiliten el pleno 

ejercicio de las libertades, derechos y garantías constitucionales en la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. 2. Mantener el orden y la tranquilidad pública en todo 

el territorio de la Ciudad, con excepción de los lugares sujetos a jurisdicción 

federal”. 

Respecto a su jurisdicción el artículo 69 señala que “La Policía de la 

Ciudad es una institución civil armada, jerarquizada profesionalmente, depositaria 
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de la fuerza pública del Estado en el ámbito de la Ciudad, con excepción de los 

lugares sujetos a jurisdicción federal”. 

En cuanto al uso de la fuerza directa en concentraciones públicas, el 

artículo 99 dispone que, entre otras, tiene la función de intervenir “en 

concentraciones o manifestaciones públicas” garantizando “el respeto y la 

protección de los derechos de los participantes, así como reducir las afectaciones 

que la concentración o manifestación cause o pudiere causar en los derechos de 

las personas que no participan de ella y en los bienes públicos. En el cumplimiento 

de estos objetivos, el personal policial debe otorgar preeminencia a la protección de 

la vida y la integridad física de todos los involucrados”. 

2.3. Por último, el Ministerio Público Fiscal de la CABA, a través 

de la resolución n° 25/201618, estableció un protocolo de actuación para los casos 

de corte u obstrucción de la vía pública con motivos de marchas, 

manifestaciones o peticiones ante la autoridad.  

Ello así, en su artículo 1, establece “la siguiente interpretación: a) La 

regla general es el de libertad de circulación en la vía pública y espacios públicos. 

b) La excepción contenida en el art. 78 del Código Contravencional respecto que el 

ejercicio regular de los derechos constitucionales no con constituye contravención, 

se refiere a los derechos de reunión y de peticionar a las autoridades, previstos en el 

art. 14 de la Constitución Nacional. c) El ejercicio de los derechos constitucionales 

de reunión y de peticionar a las autoridades no justifica conductas abusivas que 

afecten derechos de terceros. Debe entenderse que no hay derecho constitucional o 

legal al ‘Corte de Vías de Circulación’, salvo que ello sea consecuencia natural de 

la cantidad de concurrentes. d) El ejercicio de los derechos constitucionales de 

reunión y de peticionar a las autoridades no ampara las conductas 

                                                           
18 Cuya vigencia se ratificó mediante resolución n° 40/2021 de la Fiscalía General de la CABA. 



 

contravencionales - como las previstas en los artículos 51 (pelea), 52 (hostigamiento 

o maltrato), 57 (obstaculizar el ingreso o salida), 85 (portación de armas no 

convencionales), 65 (discriminación) 69, 70 (afectar o alterar servicios o señales 

públicas), y 80 (ensuciar bienes) del Código Contravencional - o penales en que 

puedan incurrir individual o colectivamente los manifestantes. e) Cuando en los 

actos de protesta o manifestación se utilicen vehículos u otras cosas para obstruir la 

circulación del tránsito, las fuerzas policiales y/o las autoridades de tránsito 

intimaran a su retiro y/o dispondrán su estacionamiento evitando el entorpecimiento 

del tránsito, frente a la negativa de cumplimiento de la intimación y en caso de no 

acatarse la intimación ejercerán la coacción directa consistente en el secuestro, 

inmovilización y depósito de los vehículos o cosas en lugares que no supongan 

peligros para los derechos o bienes de terceras personas, con inmediato aviso a el/la 

Fiscal en turno”. 

 

F 

La medida cautelar 

De modo preliminar, corresponde señalar que para la procedencia de 

las medidas cautelares la doctrina procesalista ha exigido tradicionalmente la 

concurrencia de tres recaudos, a saber, la verosimilitud del derecho invocado, el 

peligro en la demora y la contracautela.  

En ese sentido, cabe recordar que la verosimilitud del derecho se 

entiende como la probabilidad de que el derecho exista y no como una incontestable 

realidad, que sólo se logrará al agotarse el trámite. Su configuración exige que prima 

facie, en forma manifiesta, aparezca esa probabilidad de vencer, o que la misma se 

demuestre mediante un procedimiento probatorio meramente informativo.  

Por su parte, el peligro en la demora como presupuesto de una medida 

cautelar responde a la necesidad de evitar aquellas circunstancias que en todo o en 

parte impidan o hagan más difícil o gravosa la consecución del bien pretendido, en 

cuya virtud el daño temido se transforme en daño efectivo.  

Al respecto, jurisprudencia reiterada del fuero sostiene que la 

verosimilitud del derecho invocado y el peligro de un daño irreparable en la demora 

son presupuestos que se relacionan de tal modo que, a mayor verosimilitud del 

derecho, corresponde no ser tan rigurosos en la apreciación del peligro del daño y 
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cuando existe el riesgo de un daño irreparable se puede atemperar la exigencia 

respecto de la verosimilitud del derecho19.  

Ahora bien, el mentado principio resulta aplicable, necesariamente, 

cuando ambos extremos –verosimilitud del derecho y peligro en la demora– se hallan 

presentes en el caso, aún en grado mínimo20. 

En esta acción, la parte actora peticionó que cautelarmente se ordene 

intimar al GCBA a coordinar y conducir un operativo de seguridad para la 

movilización convocada en la fecha antes aludida “dejando sin efecto toda medida 

que altere, restrinja o vulnere el derecho de reunión, el derecho a la protesta y a la 

libertad de expresión” y que se “delimite en forma previa y concreta los 

denominados ‘objetivos federales’ cuya custodia estará a cargo de las fuerzas 

federales, restringiendo su jurisdicción al cuidado de los mismos y no al ejido 

urbano circundante”.  

1. Verosimilitud en el derecho 

Cabe recordar que la verosimilitud del derecho se entiende como la 

probabilidad de que el derecho exista y no como una incontestable realidad, que sólo 

se logrará al agotarse el trámite. Su configuración exige que prima facie, en forma 

manifiesta, aparezca esa probabilidad de vencer, o que la misma se demuestre 

mediante un procedimiento probatorio meramente informativo. 

A su vez, resulta necesario precisar que aquella surgirá de los 

argumentos desarrollados por la parte actora, analizados a la luz de la normativa que 

supra se expusieron, con la nitidez suficiente para tener por acreditado, prima facie, 

la “apariencia de buen derecho” de la pretensión.   

                                                           
19 Sala II, de la Cámara CAyT in re "Banque Nationale de París c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 

CCABA)", expte. n° 6/0, sentencia del 21/11/00. 
20 Sala II, de la Cámara CAyT in re “Medina, Raúl Dionisio c. GCBA s/ otros procesos incidentales” 

sentencia del 17/06/2008. 



 

En tren de ello y antes de avanzar en el análisis de la existencia de 

tales requisitos, es necesario tener presente el presupuesto normativo sobre el cual 

campea toda la crítica vertida en la demanda.  

En este marco, se analizará a continuación los hechos relatados por la 

actora con la finalidad de verificar si ha existido por parte del GCBA alguna omisión 

o relegamiento de su autonomía y, consecuentemente, el Estado Nacional avanzó 

más allá de los limites legalmente impuestos para actuar en la CABA. 

1.1. Hermenéutica e integración normativa 

Como podrá advertirse hasta el momento, la dispersión normativa en 

materia de seguridad ocasionó que existan superposiciones sobre una obligación 

que es propia de la CABA (encabezado por su Jefe de Gobierno) en el ejercicio 

irrestricto de su autonomía.  

Ponderando el camino recorrido, es insólito que las normas que se 

encuentran vigentes sean interpretadas de forma irrisoria. La consecuencia de 

esa conducta es la inconcebible omisión del Estado local, no sólo de actuar en el 

deber de seguridad impuesto por el artículo 34 de la Constitución local, sino también 

por omitir aplicar coherentemente los recursos para asegurar una convivencia 

pacífica con el Estado nacional, sin relegar, ya en forma burda, su autonomía.  

A su vez, es igualmente preocupante la actitud avasalladora y 

excesiva que muestra el Estado nacional, quien sin tapujo alguno avanza sobre 

la autonomía de la CABA so pretexto de aplicar protocolos que “proponen” 

asegurar la convivencia de la ciudadanía porteña en el contexto de una 

manifestación.  

En definitiva, dado el disruptivo marco normativo, es necesario 

delimitar las responsabilidades en materia de seguridad de competencias local y 

federal, en pos de no relegar sistemáticamente el ejercicio de la autonomía de la 

CABA y sin entorpecer el desarrollo de la vida diaria en las inmediaciones de 

edificios donde se desarrollan actividades de índole federal.  

Sobre la base de estas dos premisas sencillas –omisión del estado local 

y acción del Estado nacional– delimitaré el modo en que debe entenderse e 

interpretarse el enjambre normativo que fue reseñado hasta aquí. De este modo, 

quedará a las claras que es necesario únicamente interpretar adecuadamente la 

plataforma normativa vigente para alcanzar una solución que concilie de forma 
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efectiva las garantías de ambos estados en llevar adelante sus obligaciones de 

brindar seguridad.   

Con esta premisa es preciso recordar que la Corte tiene dicho que para 

interpretar una norma, cualquiera sea su índole, debe tenerse primordialmente en 

cuenta su finalidad, ya que “no hay método de interpretación mejor que el que tiene 

primordialmente en cuenta la finalidad de aquella (confr. Fallos: 308:215, 

considerando 9º y su cita, entre otros)” 21, procurando alcanzar una aplicación 

racional, de modo tal que se elimine el riesgo de un formalismo paralizante22.  

En tal sentido, el Máximo Tribunal federal explicó que “el 

entendimiento de una ley debe atenerse a los fines que la inspiran, y debe preferirse 

siempre la interpretación que los favorezca y no la que los dificulte (Fallos: 

311:2751; 312:2177; 330:2932; 331:866; 338:628, entre otros)”23, obviando 

posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para 

evitar la frustración de los objetivos del precepto legal24.  

En efecto, se enfatizó que “[l]a misión judicial -ha dicho este 

Tribunal- cuando la expresión literal presenta imperfecciones técnicas, dudas o 

ambigüedades jurídicas, o admite razonables distinciones, consiste en recurrir a la 

ratio legis , porque no es el espíritu de la ley el que debe subordinarse a las palabras 

sino éstas a aquél, máxime cuando aquella ratio se vincula con principios 

constitucionales que siempre han de prevalecer en la interpretación de las leyes 

(Fallos: 304:737, disidencia de los jueces Gabrielli y Rossi) aquella ‘ratio’ se 

                                                           
21 Fallos: 330:2192; 344:1810 
22 Fallos: 326:2095 
23 Fallos: 344:2513 
24 Fallos: 344:1539 



 

vincula con principios constitucionales que siempre han de prevalecer en la 

interpretación de las leyes”25. 

Finalmente, agrego, la interpretación de las leyes debe efectuarse con 

la máxima prudencia, esto es, sin que conlleve la pérdida de un derecho o se debilite 

el adecuado servicio de justicia. 

Dicho ello, el abordaje de la cuestión sometida a mi conocimiento 

se realizará ponderando enfáticamente la autonomía de la CABA en materia de 

seguridad, sin que ello implique desatender el interés que pudiere tener el 

Estado Nacional en materia de seguridad federal. 

Como adelanté, la solución la brinda sencillamente las normas 

vigentes y, a mi entender, no resulta necesario referirme a su validez sino 

simplemente determinar el alcance de éstas con respecto a la autonomía de la CABA. 

1.2. A tal fin, no es posible soslayar la resolución n° 943/2023. Pues 

es en invocación a dicha herramienta normativa que las fuerzas federales de 

seguridad ya hace tiempo se han inmiscuido en la labor de brindar seguridad en el 

ámbito de la CABA, aunque extra muros de lo que prevé la normativa reseñada. 

Allí se establece un marco para la actuación de las Fuerzas Policiales 

y de Seguridad Federales en casos de obstrucciones al tránsito en jurisdicciones 

federales y territorios provinciales y de la CABA. Específicamente prevé que 

intervendrán frente a impedimentos al tránsito de personas o medios de 

transporte, cortes parciales o totales de rutas nacionales y otras vías de 

circulación sujetas a la jurisdicción federal. Y en territorios no federales, es 

decir, provinciales o de la Ciudad Autónoma Buenos Aires en los casos y bajo 

las condiciones establecidas por los artículos 23 y 24 de la ley de Seguridad 

Interior Nº 24.059. 

En ese contexto, cabe remarcar que más allá de analizar si dentro de la 

CABA existen o no vías de circulación federal (en los términos de la ley n° 24.588 y 

el Protocolo), lo cierto es que en las concentraciones realizados con anterioridad 

se evidenció que el despliegue de las fuerzas federales en el ámbito de esta 

Ciudad se extendió por arterias que se alejaban notoriamente de las 

inmediaciones de los edificios donde tienen asiento poderes federales (como por 

                                                           
25 Fallos: 323:212 
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ejemplo en la Av. Rivadavia, Av. Corrientes, Av. Callao, Av. 25 de mayo, calles 

aledañas, etc.).  

Partiendo de la base de esta premisa, puede aseverarse que 

cualquier resolución o normativa de nivel federal que imponga directrices 

específicas sobre cómo debe manejarse el orden público y las fuerzas de 

seguridad, especialmente en lo que respecta al corte de vías de circulación en 

jurisdicción local que no se encuentran involucrado el interés federal, podría 

interpretarse como una intrusión en las competencias exclusivas de la CABA.  

Máxime si se tiene en consideración que la CABA no adhirió al 

Protocolo en cuestión. Esto es particularmente sensible en materias relacionadas con 

la seguridad, el tránsito y el uso del espacio público, áreas en las que la Ciudad 

tiene capacidad para legislar y organizar según sus propias necesidades y 

realidades en virtud de lo dispuesto por el artículo 129 de la Constitución 

Nacional y en la ley n° 24.588. 

En efecto, una normativa federal que establezca protocolos específicos 

para la intervención directa de fuerzas federales en la CABA y el manejo de cortes de 

vías entraría, prima facie, en conflicto con las leyes locales, limitaría su efectividad o 

aplicabilidad y forzaría a la Ciudad a adoptar medidas que no se alinean con su 

visión o estrategias locales.  

Es que la CABA desde 1994 tiene la potestad y capacidad de 

definir sus propias prioridades de seguridad y orden público, tomando en 

cuenta las particularidades de su territorio, las necesidades de sus habitantes y 

quienes ocasionalmente deseen transitarla. 

Puntualmente vale remarcar que la ley n° 5688 del Sistema Integral 

de Seguridad Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires otorga 

competencias específicas a las fuerzas de seguridad locales en materia de 



 

prevención del delito y mantenimiento del orden público dentro de su territorio. 

Por ende, la intervención de fuerzas federales según el Protocolo mencionado 

generaría una superposición de competencias ilegítimas, especialmente si se produce 

sin la adhesión de la CABA. 

Además, en virtud de lo establecido en el artículo 69 de la referida 

norma, la Policía de la Ciudad de Buenos Aires fue creada para atender las 

necesidades de seguridad y orden público dentro del territorio de la CABA, en razón 

de la autonomía que la Constitución Nacional le reconoce a la Ciudad. En este 

sentido, cualquier intervención de fuerzas federales en el territorio de la CABA, 

fuera de las áreas expresamente definidas como de jurisdicción federal (como podría 

ser el Congreso Nacional y otras propiedades federales) vulneraría esta autonomía. 

Dicho lo anterior, el propósito de este pronunciamiento no es 

cuestionar, analizar, valorar o imponer interpretaciones ajenas a las trascripciones 

que se realizaron hasta el momento, por lo menos a lo que en materia de regulación 

nacional respecta. 

Por el contrario, el objetivo es que todas éstas se apliquen de modo tal 

que todos los agentes involucrados ejerzan sus derechos y (sobre todo) sus deberes 

de forma institucionalmente aceptable en el marco del desmadre normativo y social 

que existe en la actualidad en materia de seguridad. 

Como se puede apreciar hasta el momento no me hice eco de las 

controversias que se suscitaron con todas las normas nacionales que fueron 

reseñadas en esta sentencia. Y no lo haré. 

Lo anterior no implica que asuma un rol pasivo y omisivo, pues la 

función jurisdiccional que ejerzo me obliga a decidir colocando a la Ciudad en 

el rol que le corresponde, en el ejercicio de su autonomía y, concretamente, en el 

deber constitucional e irrenunciable de proveer un adecuado servicio de 

seguridad. 

En este sentido, la omisión del Jefe de Gobierno y de las autoridades 

del Ministerio de Seguridad local es palmaria en los acontecimientos de las últimas 

semanas, ya que su participación en las concentraciones que se efectuaron en 

aquellas, ha sido opacada por la presencia de las fuerzas federales sin sustentó válido 

para que ello ocurra.  
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Esto es grave pues la lesión producida en el efectivo ejercicio de la 

autonomía de la CABA, se verifica simplemente por no hacer lo que 

constitucionalmente está llamado a hacer: encargarse de la seguridad del 

territorio de la CABA en todos aquellos aspectos que no involucren un interés 

federal. 

Perfeccionar este deber parte de una decisión política que el actual 

Jefe de Gobierno no ha asumido, y de hecho, parece haber olvidado. 

Este escenario invita a reorganizar los deberes que son propios del 

Poder Ejecutivo local, omitidos hasta el momento, sin invadir la esfera propia del 

Estado Nacional, a pesar de todos los reparos que merezcan los métodos utilizados 

para ello. 

Al respecto, y si bien se trataba de una cuestión distinta, la Corte 

remarcó que la incorporación al texto constitucional de ciertos principios generales, 

lejos de ser meras expresiones de voluntarismo o de ingenuidad política, configuran 

criterios o postulados a los que el legislador, así como la Nación y las provincias, 

deben ajustarse imperativamente. Advirtió también que estos conflictos se evitarían 

si se hubiese cumplido con la manda constitucional y exhortó a las partes 

involucradas a que asuman el rol institucional que les compete como coordinadores 

del sistema federal26. Esto es aplicable al caso mutatis mutandi.  

Aunque últimamente no lo parezca, las normas existen, los 

mandatos constitucionales también. La autonomía de la CABA no debe verse 

nuevamente puesta en tela de juicio, nada de lo que acontece cada miércoles es 

novedoso: la omisión del Poder Ejecutivo local en instrumentar políticas de 

seguridad en estas concentraciones se erige inconcebiblemente como un 

                                                           
26 Fallos: 338:1356 



 

abandono de poder, cediendo autonomía, rebajando a las fuerzas de seguridad 

locales a simples espectadores o ayudantes. 

Y aclaro. No se intenta aquí diseñar las políticas de seguridad que 

deban llevarse a cabo, sino conminar a las autoridades competentes (y obligadas 

constitucionalmente) a que lo hagan. 

Este inmovilismo es el que fue resorte de la CSJN en los precedentes 

“Bazán”, “Nisman” y “Corrales”, reconduciendo el rol de esta Ciudad, enalteciendo 

su autonomía. 

Llegado este punto, la pregunta que surge es: ¿cuál es la solución 

jurídica, política y respetuosamente posible para resolver la situación vidriosa 

que se plantea? 

A mi entender es relativamente sencillo: que cada jurisdicción 

abarque los límites que a cada uno le corresponde, por ley. 

Esto se debe a que la CABA, como jurisdicción autónoma desde el 

año 1994, posee competencias propias en materia de seguridad y orden público, 

según lo establecido por la Constitución Nacional, la Constitución local y la ley n° 

24.588. 

Recordemos que el artículo 34 de la Constitución de la CABA 

establece que la seguridad pública es un deber “propio e irrenunciable” del Estado y 

es ofrecido con equidad a todos los habitantes. A su vez, precisa que la seguridad 

pública en el ámbito de la CABA se encuentra a cargo de una policía de seguridad 

dependiente del Poder Ejecutivo de la Ciudad. 

Con tales nociones en mente, se advierte que aceptación irrestricta de 

las fuerzas federales en territorio local en tanto no haya interés federal que proteger, 

implicaría la renuncia parcial al servicio de la seguridad pública de la CABA, lo que 

vulneraría lo prescripto por el artículo 34 de la Constitución de la Ciudad.  

En otras palabras, la seguridad pública local que es un deber propio de 

la Ciudad se encontraría desplazada por las fuerzas federales en virtud del Protocolo 

emanado por el Ministerio de Seguridad de la Nación (o la herramienta que se intente 

emplear), limitando de tal modo la autonomía de la Ciudad. 

1.3. Conclusión en torno a la verosimilitud en el derecho 

De todo lo hasta aquí detallado, entiendo que la verosimilitud de 

derecho se encuentra, prima facie, acreditada tanto fáctica como jurídicamente. 
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Primero porque las medidas que fueron adoptadas judicialmente no 

pudieron concretarse eficazmente por falta de tiempo. Es decir, no pudo concretarse 

la coordinación legalmente prevista para que todas las fuerzas jurisdiccionales actúen 

coetáneamente.   

Luego, se ha evidenciado una falta de actuación de las fuerzas locales 

en estas manifestaciones que muestran con alguna claridad que ha quedado 

desdibujada frente a fuerzas nacionales que abarcaron su terreno de acción. 

Asimismo, no ha existido coordinación ni proyecto de que esto acontezca, 

puntualmente en la movilización convocada para el 09/04/2025. 

2. Peligro en la demora 

Al respecto, jurisprudencia reiterada del fuero sostiene que la 

verosimilitud del derecho invocado y el peligro de un daño irreparable en la demora 

son presupuestos que se relacionan de tal modo que, a mayor verosimilitud del 

derecho, corresponde no ser tan rigurosos en la apreciación del peligro del daño y 

cuando existe el riesgo de un daño irreparable se puede atemperar la exigencia 

respecto de la verosimilitud del derecho27.  

Bajo tal precepto, en atención a la proximidad de la manifestación 

convocada para el 09/04/2025 y lo infructuosos que fueron los pronunciamientos que 

se dictaron en escenarios similares al propuesto en esta demanda, se aprecia 

debidamente acreditado el peligro en la demora y por lo tanto justificada la urgencia 

del caso, aunado con la necesidad de que la medida a dictarse pueda ser de efectiva 

concreción. 

3. No afectación al interés público  

                                                           
27 Cámara de Apelaciones CAyT - Sala II, in re "Banque Nationale de París c/ GCBA s/ Amparo (art. 

14 CCABA)", Expte. n° 6/0, sentencia del 21/11/2000. 



 

Continuando con el análisis de los requisitos para la concesión de la 

medida cautelar, es posible afirmar que no existe riesgo de afectación del interés 

público ya que no se advierte cuál sería la contradicción con una orden que tenga en 

miras la protección de derechos fundamentales de raigambre constitucional como es 

la autonomía de la CABA, cuya relevancia es primordial. 

En definitiva, el panorama descripto evidencia que el impacto que 

tiene este decisorio no afecta el interés público de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires. De hecho, todo lo contrario. 

4. Contracautela 

La naturaleza de la medida peticionada y el grado de verosimilitud del 

derecho acreditado permite tener por asegurado dicho requisito mediante la caución 

juratoria prestada en el escrito de inicio (apartado VI.d). 

5. Colofón en torno a le medida cautelar 

Dado que se han acreditado, prima facie, los requisitos necesarios para 

que se torne procedente la medida peticionada, se hará lugar a la misma con el 

alcance que se detallará en el punto I. 

Concluir que asiste derecho y que se hará lugar a le medida cautelar, 

con los lineamientos que luego se establecerán  

 

G 

El Protocolo Antipiquetes en la CABA 

1. Recientes sucesos 

En los últimos meses, varias manifestaciones en las inmediaciones 

del Congreso de la Nación han resultado en intervenciones de las fuerzas 

federales de seguridad, derivando en situaciones de violencia, conflictos y caos. A 

continuación, se detallan algunos de estos eventos: 

- 12 de marzo de 2025: protesta de jubilados y jubiladas con 

participación de hinchas de fútbol 

El 12 de marzo de este año, una manifestación convocada por 

jubilados para exigir mejoras en sus haberes, contó con la participación de hinchas de 

fútbol de diversos clubes. La protesta derivó en enfrentamientos con la policía, que 

utilizó balas de goma, gases lacrimógenos y camiones hidrantes para dispersar a los 

asistentes. Se registraron más de 120 detenidos y al menos 45 heridos, incluyendo al 
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fotoperiodista Pablo Grillo, quien sufrió una fractura de cráneo tras ser 

impactado por un cartucho de gas lacrimógeno lanzado por un efectivo de la 

Gendarmería Nacional28. 

Los resultados fueron tan escalofriantes que hasta medios 

internacionales se hicieron eco de lo sucedido29. De hecho Human Rights Watch30 

“verificó videos y fotografías que muestran que, en al menos cinco ocasiones, 

miembros de las fuerzas de seguridad nacionales dispararon gases lacrimógenos, 

con pistolas antidisturbios de fabricación nacional, de forma temeraria y peligrosa, 

disparando los cartuchos horizontalmente contra manifestantes, en lugar de 

hacerlo en un ángulo seguro. En varios incidentes, las fuerzas de seguridad 

reprimieron a manifestantes que no estaban cometiendo actos de violencia, 

incluyendo personas mayores, con cañones de agua a alta presión desde camiones 

hidrantes31. 

- 19 de marzo de 2025: nueva marcha de jubilados y jubiladas 

El 19 de marzo, jubilados y jubiladas realizaron otra movilización en 

las inmediaciones del Congreso. Si bien el ambiente fue más calmo, se registraron 

tensiones entre manifestantes y fuerzas de seguridad. En esta ocasión, se reportaron 

39 detenidos y 5 policías heridos durante el desarrollo de la protesta32. 

- 26 de marzo de 2025: protesta sindical, de jubilados y jubiladas 

                                                           
28 https://www.pagina12.com.ar/810141-la-marcha-de-los-jubilados-con-los-hinchas  
29https://www.theguardian.com/world/2025/mar/13/argentina-pensioner-protest-police-violence y 

https://cadenaser.com/nacional/2025/03/12/la-policia-argentina-carga-con-gases-lacrimogenos-contra-

los-manifestantes-en-una-marcha-de-jubilados-cadena-ser/  
30 Reconocida organización que investiga e informa sobre los abusos que se producen en todos los 

rincones del mundo, compuesta por aproximadamente 550 personas de más de 70 nacionalidades, 

expertos en países, abogados, periodistas y otras personas que trabajan para proteger a los más 

amenazados, desde minorías vulnerables y civiles en tiempos de guerra, hasta refugiados y niños 

necesitados. https://www.hrw.org/es/about/about-us  
31 https://www.hrw.org/es/news/2025/04/03/argentina-abusos-en-la-respuesta-policial-protesta  
32 https://www.infobae.com/sociedad/policiales/2025/03/20/marcha-de-los-jubilados-39-detenidos-y-

5-policias-heridos-durante-el-fuerte-operativo-de-seguridad-desplegado-por-el-gobierno/  

https://www.pagina12.com.ar/810141-la-marcha-de-los-jubilados-con-los-hinchas
https://www.theguardian.com/world/2025/mar/13/argentina-pensioner-protest-police-violence
https://cadenaser.com/nacional/2025/03/12/la-policia-argentina-carga-con-gases-lacrimogenos-contra-los-manifestantes-en-una-marcha-de-jubilados-cadena-ser/?utm_source=chatgpt.com
https://cadenaser.com/nacional/2025/03/12/la-policia-argentina-carga-con-gases-lacrimogenos-contra-los-manifestantes-en-una-marcha-de-jubilados-cadena-ser/?utm_source=chatgpt.com
https://www.hrw.org/es/about/about-us
https://www.hrw.org/es/news/2025/04/03/argentina-abusos-en-la-respuesta-policial-protesta
https://www.infobae.com/sociedad/policiales/2025/03/20/marcha-de-los-jubilados-39-detenidos-y-5-policias-heridos-durante-el-fuerte-operativo-de-seguridad-desplegado-por-el-gobierno/
https://www.infobae.com/sociedad/policiales/2025/03/20/marcha-de-los-jubilados-39-detenidos-y-5-policias-heridos-durante-el-fuerte-operativo-de-seguridad-desplegado-por-el-gobierno/


 

El 26 de marzo, jubilados, acompañados por dirigentes sindicales y 

políticos, marcharon nuevamente alrededor del Congreso de la Nación. La 

movilización estuvo fuertemente custodiada por fuerzas de seguridad que rodearon el 

parlamento y procuraron que el tránsito no se interrumpiera, conforme al protocolo 

antipiquetes del Ministerio de Seguridad33 con la participación de la Policía 

Federal, la Policía de Seguridad Aeroportuaria, Prefectura Nacional y 

Gendarmería Nacional34. 

- 2 de abril de 2025: nueva marcha de jubilados con incidentes 

El 2 de abril, en el feriado por el Día del Veterano y de los Caídos en 

la Guerra de Malvinas, se llevó a cabo otra manifestación de jubilados frente al 

Congreso. La protesta, que comenzó de manera pacífica, terminó en enfrentamientos 

cuando las fuerzas de seguridad intentaron dispersar a los manifestantes utilizando 

gases lacrimógenos y camiones hidrantes. Un periodista resultó herido tras ser 

atropellado por una moto policial35. 

Estos eventos subrayan la complejidad y sensibilidad de las 

manifestaciones en zonas neurálgicas como el Congreso Nacional, evidenciando que 

la aplicación del Protocolo Antipiquetes no ha sido efectivo a la hora de 

garantizar el orden y la seguridad a la par del derecho a la protesta. 

No puedo dejar de señalar que las intervenciones de las fuerzas 

federales de seguridad en los eventos recientemente descriptos no solo resultaron 

desproporcionadas, sino que, además, se desarrollaron fuera de su jurisdicción 

específica, dado que se llevaron a cabo en el ámbito de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, particularmente en vías de circulación que no revisten carácter 

federal (por ejemplo, en las avenidas Rivadavia, Callao, Corrientes, Entre Ríos e 

Hipólito Yrigoyen). 

Esta circunstancia no es menor, ya que, como se verá profundamente a 

continuación, pone de manifiesto una intromisión indebida en el ámbito de 

competencia exclusivo del Gobierno de la Ciudad, en franca afrenta a la 

                                                           
33 https://www.infobae.com/politica/2025/03/26/nueva-marcha-de-jubilados-y-sindicatos-en-el-

congreso-la-policia-custodia-los-alrededores/  
34 https://tn.com.ar/politica/2025/03/26/marcha-al-congreso-llegan-los-primeros-manifestantes-y-se-

despliega-un-fuerte-operativo-de-seguridad/  
35 https://www.tiempoar.com.ar/ta_article/las-fuerzas-de-seguridad-volvieron-a-reprimir-a-los-

jubilados-en-el-congreso y https://www.infobae.com/politica/2025/04/02/otra-marcha-de-jubilados-

en-el-congreso-los-manifestantes-se-agrupan-en-la-vereda-y-la-policia-aplica-el-protocolo-

antipiquetes/  

https://www.infobae.com/politica/2025/03/26/nueva-marcha-de-jubilados-y-sindicatos-en-el-congreso-la-policia-custodia-los-alrededores/
https://www.infobae.com/politica/2025/03/26/nueva-marcha-de-jubilados-y-sindicatos-en-el-congreso-la-policia-custodia-los-alrededores/
https://tn.com.ar/politica/2025/03/26/marcha-al-congreso-llegan-los-primeros-manifestantes-y-se-despliega-un-fuerte-operativo-de-seguridad/
https://tn.com.ar/politica/2025/03/26/marcha-al-congreso-llegan-los-primeros-manifestantes-y-se-despliega-un-fuerte-operativo-de-seguridad/
https://www.tiempoar.com.ar/ta_article/las-fuerzas-de-seguridad-volvieron-a-reprimir-a-los-jubilados-en-el-congreso/?utm_source=chatgpt.com
https://www.tiempoar.com.ar/ta_article/las-fuerzas-de-seguridad-volvieron-a-reprimir-a-los-jubilados-en-el-congreso/?utm_source=chatgpt.com
https://www.infobae.com/politica/2025/04/02/otra-marcha-de-jubilados-en-el-congreso-los-manifestantes-se-agrupan-en-la-vereda-y-la-policia-aplica-el-protocolo-antipiquetes/
https://www.infobae.com/politica/2025/04/02/otra-marcha-de-jubilados-en-el-congreso-los-manifestantes-se-agrupan-en-la-vereda-y-la-policia-aplica-el-protocolo-antipiquetes/
https://www.infobae.com/politica/2025/04/02/otra-marcha-de-jubilados-en-el-congreso-los-manifestantes-se-agrupan-en-la-vereda-y-la-policia-aplica-el-protocolo-antipiquetes/
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autonomía constitucionalmente reconocida a la CABA. A ello se suma que la Ley 

Nacional de Seguridad Interior n° 24.059 establece un sistema de intervención 

federal subsidiaria y excepcional, que requiere previa autorización de la autoridad 

local. 

Más aún, tales intervenciones tampoco cumplieron su supuesto 

objetivo: mantener el orden público y proteger a las personas, sin menoscabar el 

legítimo ejercicio de derechos fundamentales. Lejos de ello, en todos los casos 

referenciados se constataron situaciones de violencia, represión y detenciones 

masivas —incluso de periodistas y manifestantes pacíficos— que resultaron 

incompatibles con la protección del derecho a la libertad de expresión, reunión 

pacífica y petición a las autoridades, derechos que gozan de jerarquía constitucional 

y convencional (arts. 14 y 75 inc. 22 CN; arts. 12 y 13 CCABA; Pactos 

Internacionales incorporados al bloque de constitucionalidad). 

2. Inaplicabilidad del Protocolo en la CABA 

En el marco expuesto anteriormente, considero pertinente ahondar en 

la aplicación del protocolo antipiquetes y la consecuente intervención de las fuerzas 

federales de seguridad en la CABA.  

Esto es particularmente sensible ya que, en materias relacionadas con 

la seguridad, el tránsito y el uso del espacio público, la Ciudad tiene capacidad para 

legislar y organizar según sus propias necesidades y realidades en virtud de lo 

dispuesto por el artículo 129 de la Constitución Nacional y en la ley 24.588. 

Además, en virtud de lo establecido en el artículo 69 de la ley 5.688 la 

Policía de la Ciudad de Buenos Aires fue creada para atender las necesidades de 

seguridad y orden público dentro del territorio de la CABA, debido a la autonomía 

que la Constitución Nacional le reconoce a la Ciudad. En este sentido, cualquier 

intervención de fuerzas federales en el territorio de la CABA, fuera de las áreas 



 

expresamente definidas como de jurisdicción federal (como podría ser el Congreso 

Nacional y otras propiedades federales) vulneraría esta autonomía. 

Previo a adentrarnos en el contenido del protocolo y sin perjuicio de 

los argumentos que se propondrán más adelante, resulta elemental destacar que la 

CABA no ha adherido al Protocolo establecido por la resolución ministerial n° 

943/2023. La adhesión a este tipo normas por parte de la jurisdicción local no se 

puede presumir, sino que requiere de un acto formal de adhesión por parte de 

las autoridades locales competentes.  

Desde tal perspectiva, la falta de adhesión a la mentada resolución 

tiene como consecuencia lógica que no integra el derecho positivo de la CABA, 

es decir, no es fuente de su derecho ni en materia de seguridad ni en el 

ordenamiento vial ni de espacio público. Por lo tanto, las directrices y 

procedimientos establecidos por el Protocolo no pueden tener aplicabilidad directa en 

el ámbito de la CABA ya sea por la Ciudad o por las fuerzas federales.  

Sin embargo, pese a la reiterada aplicación y sus consecuencias –que 

fueran advertidas en el punto anterior– vale destacar que la Resolución 943/2023 del 

Ministerio de Seguridad de la Nación –conocida vox populi como Protocolo 

antipiquetes–, establece un “PROTOCOLO PARA EL MANTENIMIENTO DEL 

ORDEN PÚBLICO ANTE EL CORTE DE VÍAS DE CIRCULACIÓN, las Fuerzas 

Policiales y de Seguridad Federales intervendrán frente a impedimentos al tránsito 

de personas o medios de transporte, cortes parciales o totales de rutas nacionales y 

otras vías de circulación sujetas a la jurisdicción federal. También podrán 

intervenir en territorios provinciales o de la CIUDAD AUTÓNOMA BUENOS 

AIRES en los casos y bajo las condiciones establecidas por los artículos 23 y 24 de 

la ley de Seguridad Interior Nº 24.059” (artículo 1º). 

En esa línea, dispone que “la intervención a la que se refiere el 

artículo anterior se producirá sin que necesariamente medie orden judicial, toda 

vez que se trata de un delito flagrante reprimido por el artículo 194 del Código 

Penal de la Nación Argentina; sin perjuicio de la comunicación inmediata al juez o 

al fiscal competente” (artículo 2). 

Por su lado, como ya se explicó,  la Ley de Seguridad Interior n° 

24.059 determina que “[e]l empleo de las fuerzas de seguridad y policiales 

nacionales fuera del ámbito de las normas que reglan la jurisdicción federal estará 
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estrictamente sujeto al cumplimiento de alguno de los siguientes supuestos: a) 

Cuando estén en peligro colectivo la vida, la libertad y el patrimonio de los 

habitantes de una región determinada; b) Cuando se encuentran gravemente 

amenazados en todo el país o en una región determinada del mismo, los derechos y 

garantías constitucionales o la plena vigencia de las instituciones del sistema 

representativo, republicano y federal; c) En situación de desastre según los términos 

que norman la defensa civil” (artículo 23). 

Seguidamente, impone que “[p]roducidos los supuestos contemplados 

en el artículo precedente, el gobernador de la provincia donde los hechos tuvieren 

lugar podrá requerir al Ministerio de Seguridad el concurso de los cuerpos 

policiales y fuerzas de seguridad del Estado nacional, a fin de dominar la 

situación. Se dará al Comité de Crisis la intervención que le compete, de acuerdo a 

lo normado en la presente ley. Sin requerimiento del gobierno provincial, no 

podrán ser empleados en el territorio provincial los cuerpos policiales y fuerzas de 

seguridad del Estado nacional sino una vez adoptadas las medidas prescritas en los 

artículos 6º (intervención federal) y 23 (conmoción interior u ataque exterior, estado 

de sitio) de la Constitución Nacional, o bien por orden de la justicia federal” 

(artículo 24). 

Ahora bien, un análisis profundo y global de la cuestión planteada 

revela claras contradicciones y tensiones entre la Resolución 943/2023 dictada por el 

Ministerio de Seguridad y la Ley N° 24.059 de Seguridad Interior. 

Ello, en claro desmedro de, en el caso, la autonomía constitucional de 

la CABA. 

En primer término, es necesario destacar que el artículo 23 de la Ley 

N° 24.059 establece de manera precisa los tres casos en los cuales las fuerzas 

federales pueden intervenir en jurisdicciones ajenas (provincias o CABA). Para ellos, 



 

el artículo 24 dispone un estándar aún más elevado de excepcionalidad para la 

intervención federal para lo cual establece la necesidad de un pedido expreso del 

gobernador o del Jefe de Gobierno local y la intervención del Comité de Crisis. 

Asimismo, contempla excepciones específicas referidas a los 

supuestos previstos en los artículos 6 y 23 de la Constitución Nacional y a la orden 

de la justicia federal. Es decir, a) la intervención federal en el territorio de las 

provincias para garantir la forma republicana de gobierno, o repeler invasiones 

exteriores, y a requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o 

restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por invasión de otra 

provincia; b) conmoción interior o de ataque exterior que pongan en peligro el 

ejercicio de esta Constitución y de las autoridades creadas por ella, previa 

declaración de sitio; y c) orden de la justicia federal. 

Se trata entonces de circunstancias excepcionales dónde: el Congreso 

de la Nación (art. 75 inc. 30 CN) o el Presidente de la Nación (art. 99 inc. 20 CN) 

disponen la intervención federal; el Congreso de la Nación o del Presidente de la 

Nación (en caso de ataque exterior o conmoción interior y receso del primero, y con 

intervención del Senado, cfme. arts. 99 inc. 16 y 61 CN) declaran el estado de sitio; o 

bien la justicia federal habilita el actuar de las fuerzas federales en jurisdicciones 

ajenas. 

En contraposición directa con estos estrictos requerimientos 

establecidos por la Ley de Seguridad Interior y la Constitución Nacional, cuyo 

objetivo es garantizar las autonomías provinciales, los artículos 1 y 2 de la 

Resolución 943/2023 autorizan la intervención de las fuerzas federales frente a 

impedimentos cotidianos al tránsito en rutas nacionales y vías federales, 

considerándolos de manera general como delitos flagrantes (artículo 194 del Código 

Penal), permitiendo la actuación inmediata de dichas fuerzas sin orden judicial 

previa. 

La resolución, además, omite completamente la exigencia del 

pedido expreso del gobernador provincial o del jefe de gobierno local y no 

contempla en ningún caso la intervención obligatoria del Comité de Crisis, 

desoyendo así explícitamente los requisitos impuestos por la Ley 24.059. 

Esta divergencia implica un serio problema jurídico y 

constitucional, al evidenciar una abierta contradicción entre las normas. Por un 
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lado, se omite injustificadamente el requisito de solicitud previa por parte de las 

autoridades locales, una exigencia claramente determinada por la ley, salvo 

circunstancias extraordinarias específicas. Por otro lado, se observa un preocupante 

relajamiento del estándar de excepcionalidad originalmente planteado en la Ley 

24.059, reduciendo gravemente los criterios para habilitar la intervención federal a 

supuestos que distan mucho de las situaciones críticas establecidas originalmente. 

Todas las cuales, requieren el accionar de otro poder del Estado. 

Finalmente, desde una perspectiva constitucional, la resolución 

ministerial vulnera principios fundamentales del federalismo consagrados en los 

artículos 1, 5, 121, 122 y 129 de la Constitución Nacional, así como la autonomía 

institucional y jurisdiccional establecida en los artículos 1, 5, 7 y 13 de la 

Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Al ampliar indebidamente las condiciones bajo las cuales las fuerzas 

federales pueden actuar sin respetar estrictamente la normativa superior, la 

Resolución configura una vulneración directa del sistema federal y de las 

garantías constitucionales que le son inherentes. 

En definitiva, la Resolución 943/2023 debería interpretarse y aplicarse 

de manera estrictamente limitada, conforme a los claros lineamientos establecidos 

por la Ley N° 24.059, para evitar incurrir en inconstitucionalidades flagrantes y 

salvaguardar la vigencia efectiva del ordenamiento jurídico federal y constitucional. 

En este marco, se advierte que la Resolución 943/2023 dictada por el 

Ministerio de Seguridad de la Nación configuraría un exceso reglamentario que 

transgrede de manera ostensible los límites impuestos por la Ley N° 24.059 de 

Seguridad Interior y desconoce la jerarquía normativa establecida 

constitucionalmente. 



 

En efecto, como ya se dijo, los artículos 23 y 24 de la Ley N° 24.059 

establecen con claridad y precisión las condiciones bajo las cuales las fuerzas 

federales de seguridad pueden intervenir en jurisdicciones provinciales o de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  

Dicho exceso reglamentario se verifica claramente al observar cómo 

el Protocolo no respeta ni el espíritu ni la finalidad esencial de la Ley N° 24.059, 

cuyo propósito es precisamente restringir la intervención federal exclusivamente a 

situaciones de extrema excepcionalidad y gravedad institucional, en consonancia con 

la protección del sistema federal de gobierno, la autonomía provincial y los derechos 

fundamentales de la ciudadanía. 

La Resolución 943/2023, lejos de constituir una reglamentación 

acorde al marco legal de referencia, distorsionaría y subvertiría los objetivos 

explícitamente delineados por la Ley de Seguridad Interior, al otorgar facultades 

amplísimas y sin controles adecuados a las fuerzas federales para intervenir en 

jurisdicción local, menoscabando así la estructura constitucional federal y poniendo 

en riesgo la vigencia efectiva de los derechos fundamentales de reunión, circulación 

y protesta. 

Respecto al exceso reglamentario la doctrina ha señalado que “el inc. 

2 del art. 99, prohíbe que el presidente de la Nación altere el espíritu de la ley con 

excepciones reglamentarias. Así como el Congreso no debe alterar los derechos al 

reglamentarlos (arts. 14 y 28 de la Constitución Nacional), el presidente no debe 

suprimir ni agregar supuestos a la ley que desvirtúen su finalidad”36. 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido 

que la potestad reglamentaria habilita para establecer condiciones o requisitos, 

limitaciones o distinciones que, aun cuando no hayan sido contempladas por el 

legislador de una manera expresa, si se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o 

sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante 

de la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que ésta. En ese sentido 

el exceso reglamentario se configura cuando una disposición de ese orden 

desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada 

otorga, o de cualquier modo subvierte su espíritu o finalidad, contrariando de 

                                                           
36 Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina comentada y concordada, 4ta edición 

ampliada y actualizada. - 4a ed., Buenos Aires: La Ley, 2015. 
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tal modo la jerarquía normativa, lo que requiere un sólido desarrollo argumental 

que lleve, como última ratio, a la invalidación de la norma cuestionada37. 

También sostuvo que cuando una disposición reglamentaria 

desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada 

otorga, o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, ello contraría la 

jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones 

que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo38. 

 

H 

Informe del GCBA en estos autos 

En la actuación n° 520662/2025 se le requirió al GCBA un informe 

sobre determinadas cuestiones relativas a la movilización del próximo miércoles 

09/04/2025. 

Dicho informe se encuentra agregado en la actuación n° 520825/2025. 

De allí se desprende que: 

a) Hasta su confección, el Ministerio de Seguridad de la CABA no 

había requerido al Estado Nacional participación, cooperación y/o auxilio para 

brindar seguridad en las inmediaciones del Congreso de la Nación y Plaza 

Congreso, como consecuencia de la movilización y manifestación pública 

convocada para el día 09/04/2025, en los términos de lo dispuesto por el artículo 24 

in fine de la ley n°24.059 de Seguridad Interior y por el artículo 19 del decreto 

reglamentario n°1273/92;  

b) El Ministerio de Seguridad de la CABA consideró que no resulta su 

competencia solicitar cooperación y/o auxilio bajo el protocolo aprobado mediante 

                                                           
37 (Fallos: 337:149; 324:3345; 325:645; 323:2395; 322:1318; 319:3241; 344:2779, disidencia del juez 

Maqueda) 
38  Fallos: 322:1318; 318:1707. 



 

Resolución N° 943/2023 del Ministerio de Seguridad de la Nación ya que se 

encuentra dirigido a las fuerzas federales; 

 c) La Ciudad de Buenos Aires no ha adherido al protocolo 

aprobado por Resolución N° 943/2023 del Ministerio de Seguridad de la Nación; 

y 

d) El Ministerio de Seguridad de la CABA no ha solicitado al 

Estado Nacional –Ministerio de Seguridad– participación, cooperación y/o 

auxilio para brindar seguridad en las inmediaciones del Congreso de la Nación 

y Plaza Congreso, como consecuencia de la movilización y manifestación pública 

convocada para el día 09/04/2025, en los términos de lo dispuesto en la resolución n° 

403/2024.  

e) El Ministerio de Seguridad de la CABA informó que la fuerza 

de seguridad de la CABA se encuentra suficientemente dotada y apta para 

abordar, planificar y diseñar estrategias de seguridad en el contexto de la 

movilización y manifestación a llevarse a cabo en las inmediaciones del 

Congreso de la Nación el día 09/04/2025. 

 

I 

Decisión cautelar 

1. Con el riesgo propio de incurrir en reiteraciones, se reseñó que 

deben garantizarse los intereses del Estado Nacional en la ciudad de Buenos Aires, 

mientras sea Capital de la República. Sin mayores esfuerzos interpretativos se colige 

que esos intereses del Estado Nacional son aquellos que se verifican en el territorio 

de la CABA, que tienen intrínsicamente un valor federal ya que se vinculan al pleno 

ejercicio de los poderes atribuidos a las autoridades del Gobierno de la Nación.  

Enfatizando este concepto, se puntualiza que el Estado Nacional es 

titular de todos aquellos bienes, derechos, poderes y atribuciones necesarios para el 

ejercicio de sus funciones y que continuarán bajo jurisdicción federal todos los 

inmuebles sitos en la ciudad de Buenos Aires, que sirvan de asiento a los poderes de 

la Nación así como cualquier otro bien de propiedad de la Nación o afectado al uso 

o consumo del sector público nacional. 

En materia de seguridad (factor de innegable importancia para el 

Gobierno central), se asegura al Estado nacional que podrá ejercer en la Ciudad de 
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Buenos Aires, mientras sea Capital de la República, sus funciones y facultades en 

materia de seguridad con la extensión necesaria para asegurar la efectiva vigencia 

de las normas federales y, por antonomasia, el Gobierno de la Ciudad de Buenos 

Aires ejercerá las funciones y facultades de seguridad en todas las materias no 

federales.  

Resulta claro entonces que, puntualmente en materia de seguridad (y 

en general) al Estado Nacional le toca intervenir en circunstancias, hechos, lugares y 

casos en los que se encuentre involucrada una cuestión “federal” ya que esa 

actuación tiene correspondencia con que el territorio, además de autónomo, es 

Capital de la República.  

Por el contrario, en el ejercicio de su autonomía, el Estado local 

deberá intervenir en aquellos que resulten ajenos a esa materia. En el primer caso, la 

intervención de fuerzas de seguridad es concreta y excepcional y en el segundo es 

general. 

Hasta aquí no he dicho nada que la ley no mande. 

La cuestión de lo que es o no federal surge claro de la norma. De 

hecho, se enumera concretamente.  

El Estado Nacional debe tener la garantía de proteger sus intereses 

siendo éstos los bienes, derechos, poderes y atribuciones necesarios para el ejercicio 

de sus funciones. La única limitación, en definitiva, es que esta garantía es en el 

marco de la Ciudad de Buenos Aires en su rol de Capital de la República. 

Concordante con esta descripción, al traspasar al ámbito de la CABA 

a la Policía de la Ciudad, se ratificó que su función como fuerza de seguridad local 

está dirigida con exclusividad a “las materias no federales”. Tan es así que se previó 

garantizar en forma recíproca, la prestación de todas las funciones de las áreas 

transferidas a la CABA y aquellas que continua en el ámbito del Estado Nacional que 



 

sean necesarias para asegurar el servicio de seguridad en ambas jurisdicciones, 

dejando en claro que para ello las partes suscribirán los protocolos de actuación y 

colaboración pertinentes que aseguren el servicio de seguridad en ambas 

jurisdicciones. 

¿Es posible que las fuerzas de seguridad nacionales actúen 

recíprocamente con las fuerzas de seguridad locales?: SI.  

¿Cuál es el requisito?: que exista un protocolo de actuación y 

colaboración. 

¿Existe ese protocolo de actuación y colaboración?: NO. 

Sin embargo, dejaremos de lado este silogismo. 

Ya me referí a los bienes, derechos, poderes y atribuciones que son de 

interés del Estado nacional necesarios para el ejercicio de sus funciones. Sin 

embargo, no puede desconocerse que este interés también reposa en proveer a la 

seguridad de las personas o cosas de la Nación, entendiéndose por tales, los 

funcionarios, empleados y bienes nacionales. Sobre la protección de éstos en 

particular, se encarga al Policía Federal, en el territorio de las Provincias y Capital 

de la Nación, dentro de la jurisdicción del Gobierno de la Nación. 

Cabe preguntarse ahora: ¿existe algún otro contexto en el que la 

Policía Federal pueda intervenir en materia de seguridad en el territorio de la 

CABA?: SI. 

En efecto, intervenir en hechos de jurisdicción provincial en ausencia 

de la autoridad local, para prevenir el delito o asegurar la persona del delincuente, 

o realizar las medidas urgentes de prueba, debiendo dar aviso y hacer entrega 

inmediatamente a dicha autoridad, de las actuaciones correspondientes, con los 

detenidos y elementos de delitos si los hubiere. 

Por lo tanto, la Policía Federal interviene exclusivamente en defensa 

de los intereses del Estado Nacional (bienes y personas) en el territorio de la CABA 

en el marco de su status de Capital de la República siempre que involucre una 

cuestión federal. 

Reitero: hasta aquí no he dicho nada que la ley no diga.  

Tampoco se puede ignorar que puede darse la obligatoriedad en la 

cooperación y actuación supletoria entre Policía Federal, Policía de Seguridad 
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Aeroportuaria, Gendarmería Nacional y Prefectura Naval Argentina en materia de 

seguridad interior. 

La intervención de esos cuerpos policiales y fuerzas de seguridad 

nacional fuera del ámbito de las normas que reglan la jurisdicción federal estará 

estrictamente sujeto a que estén en peligro colectivo la vida, la libertad y el 

patrimonio de los habitantes de una región determinada; se encuentran gravemente 

amenazados en todo el país o en una región determinada del mismo, los derechos y 

garantías constitucionales o la plena vigencia de las instituciones del sistema 

representativo, republicano y federal y en situación de desastre según los términos 

que norman la defensa civil.  

Destacándose también que las policías locales deberán continuar 

actuando, simultánea o conjuntamente, con las Fuerzas Nacionales. 

En esos casos puntuales, la autoridad de la jurisdicción respectiva 

podrá requerir al Ministerio de Seguridad el concurso de los cuerpos policiales y 

fuerzas de seguridad del Estado nacional a fin de dominar la situación. Sin 

requerimiento del gobierno provincial, no podrán ser empleados en el territorio 

provincial los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad del Estado nacional sino 

una vez adoptadas las medidas prescritas en los artículos 6º y 23 de la Constitución 

Nacional, o bien por orden de la justicia federal. 

Nuevamente: no he dicho nada que la ley no diga. 

Arribamos finalmente a la resolución n° 943/2023, cuyo objeto es 

instruir y brindar un marco de actuación de las fuerzas federales frente a 

impedimentos al tránsito de personas o medios de transporte, cortes parciales o 

totales de rutas nacionales y otras vías de circulación sujetas a la jurisdicción 

federal y en territorios provinciales o de la CABA, en los casos y bajo las 



 

condiciones establecidas por los artículos 23 y 24 de la ley de Seguridad Interior 

nº 24.059. 

En definitiva: esta resolución se aplica en dos casos:  

a) frente a impedimentos al tránsito de personas o medios de 

transporte, cortes parciales o totales de rutas nacionales y otras vías de circulación 

sujetas a la jurisdicción federal; 

b) en territorios provinciales o de la CABA, en los casos y bajo 

las condiciones establecidas por los artículos 23 y 24 de la ley de Seguridad Interior 

nº 24.059. 

Clarísimo. 

Ahora bien, a efectos de disponer las conductas a adoptar 

cautelarmente, corresponde delimitar de manera precisa el reparto de competencias y 

jurisdicción en materia de seguridad pública entre la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires y el Estado Nacional. 

En resumidas cuentas, sin intención de repetir el extenso desarrollo 

normativo efectuado, la Constitución Nacional, en su artículo 129, reconoce la 

autonomía de la CABA y dispone que tiene facultades propias de legislación y 

jurisdicción. Por su parte, la Constitución de la Ciudad consagra expresamente que la 

seguridad pública en su ámbito territorial es una función indelegable del Gobierno de 

la Ciudad (artículo 34), desarrollada a través de su propia fuerza policial y conforme 

a su normativa específica (Ley N.° 5.688). En tanto, la Ley Nacional de Seguridad 

Interior N.° 24.059 y su reglamentación establecen que las fuerzas de seguridad 

federales pueden actuar dentro de una jurisdicción local únicamente a requerimiento 

formal de la autoridad competente, salvo en casos excepcionales de emergencia 

nacional o amenaza concreta a intereses federales definidos. 

En este marco normativo, debe concluirse que la seguridad pública 

en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es de competencia irrenunciable, 

exclusiva y prioritaria de sus autoridades locales, a través de la Policía de la 

Ciudad. Cualquier despliegue operativo dentro del espacio público local —en calles, 

plazas o avenidas no federales— corresponde a dicha fuerza y no puede ser 

sustituido de manera permanente, espontánea o informal por fuerzas federales. 
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De tal forma, se distingue a continuación el marco de actuación de 

cada una de las fuerzas de seguridad para el miércoles 09/04/2025 en las 

inmediaciones del Congreso de la Nación. 

Es que, como ya se explicó en el acápite B, si bien estos autos se 

circunscriben a la conducta del Gobierno local, lo cierto es que tangencialmente 

exige referirse al comportamiento del Estado Nacional a través de sus fuerzas de 

seguridad; lo cual, como también ya se mencionó, eventualmente podría generar 

un desplazamiento de la competencia, aunque sea parcial.  

Sin embargo, aún así, vale reiterar que el art. 181 del CCAyT –de 

aplicación supletoria a este proceso– prevé que serán válidas las medidas 

cautelares dispuestas incluso por un Tribunal incompetente. 

1. Del Ministerio de Seguridad de la Nación y las Fuerzas de 

Seguridad Federales 

La presencia de fuerzas federales de seguridad solo podrá justificarse 

para la protección de intereses federales específicos. Por ejemplo, tales como la 

custodia del Palacio del Congreso y sus accesos inmediatos; la protección de los 

edificios anexos pertenecientes al Poder Legislativo nacional (Anexos A, B y C); la 

preservación del funcionamiento institucional del Congreso (sesiones, 

funcionamiento de comisiones, ingreso y egreso de legisladores); el resguardo de 

bienes y documentación bajo jurisdicción federal directa; o bien la intervención en 

delitos de competencia federal.  

Fuera de estas hipótesis y otras de origen excepcional la 

intervención de fuerzas federales en movilizaciones sobre el espacio público 

local constituye una injerencia ilegítima y un desplazamiento indebido de la 

fuerza de seguridad local, incompatible con el diseño constitucional vigente. 



 

Concretamente, el punto neurálgico de concentración que viene 

concertándose los días miércoles, son las inmediaciones del Congreso Nacional. 

Ergo, corresponde hacer foco allí. 

En virtud de lo expuesto, y con el objeto de garantizar el pleno 

ejercicio de los derechos fundamentales involucrados a la par de la debida protección 

de los intereses federales, corresponde establecer de manera precisa el perímetro 

habilitado para la actuación preventiva de las fuerzas federales de seguridad en 

resguardo de la autonomía de la CABA, restringiendo su presencia a aquellos 

espacios vinculados de forma directa e inmediata con los intereses federales. 

En tal sentido, la presencia de fuerzas federales se limitará 

exclusivamente a las veredas perimetrales del Palacio del Congreso y de sus 

edificios anexos (Anexos A, B y C, así como los del Senado), así como a las 

calzadas y calles que los circundan, incluyendo Av. Rivadavia, Av. Callao-Entre 

Ríos, Av. Hipólito Yrigoyen, Bartolomé Mitre y Riobamba-Combate de los Pozos, 

en la medida en que dichas arterias linden directamente con dichos edificios de uso 

federal. 

No les corresponde la ocupación de las veredas que se encuentren 

en frente a esos edificios, es decir, aquellas que pertenecen al espacio público 

general de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cuya custodia, prevención y 

control corresponde en forma exclusiva a la Policía de la Ciudad, conforme lo 

establece la normativa local. 

Aclaro, aquí no se trata de determinar qué puede o qué no pueden 

hacer las fuerzas federales de seguridad sino de establecer dónde están los 

límites de su despliegue que las constituciones y leyes imponen, en respeto de la 

autonomía de la CABA. 

A los efectos de brindar mayor claridad y precisión a la 

delimitación espacial aquí dispuesta, se adjunta a la presente un mapa de 

exclusivo carácter ilustrativo que representa gráficamente el área de incumbencia 

operativa de las fuerzas federales de seguridad, limitada exclusivamente al perímetro 

del Palacio del Congreso y sus anexos, en los términos anteriormente expuestos. 
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2. De la Seguridad Pública Local y las obligaciones de la CABA 

Del mismo modo, corresponde precisar el alcance de las obligaciones 

positivas que pesan sobre el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

y, en particular, sobre su fuerza de seguridad local —la Policía de la Ciudad—, 

en tanto titular de la competencia en materia de seguridad pública en su 

jurisdicción. 



 

Las normas citadas imponen a las autoridades de la Ciudad el deber 

de organizar, planificar y ejecutar operativos de seguridad que garanticen 

simultáneamente el orden público y el pleno ejercicio de los derechos 

constitucionales de quienes se manifiestan pacíficamente, tales como el derecho a 

la libertad de expresión, reunión y petición a las autoridades. 

Es decir, la actuación preventiva, disuasiva y operativa durante las 

manifestaciones en torno al Congreso debe recaer primariamente en la Policía de la 

Ciudad de Buenos Aires, en coordinación con las autoridades políticas locales, 

siendo las fuerzas federales meramente subsidiarias, en los términos legalmente 

establecidos y delineados previamente. 

Abona a todo esto lo expresamente informado por el Ministerio de 

Seguridad en tanto: 

a) No requirió al Estado Nacional participación, cooperación y/o 

auxilio para brindar seguridad en las inmediaciones del Congreso de la Nación 

y Plaza Congreso, como consecuencia de la movilización y manifestación pública 

convocada para el día 09/04/2025, en los términos de lo dispuesto por el artículo 24 

in fine de la ley n°24.059 de Seguridad Interior y por el artículo 19 del decreto 

reglamentario n°1273/92;  

b) Consideró que no resulta su competencia solicitar cooperación 

y/o auxilio bajo el protocolo aprobado mediante Resolución N° 943/2023 del 

Ministerio de Seguridad de la Nación ya que se encuentra dirigido a las fuerzas 

federales; 

 c) Informó que la Ciudad de Buenos Aires no ha adherido al 

protocolo aprobado por Resolución N° 943/2023 del Ministerio de Seguridad de 

la Nación; y 

d) No solicitó al Estado Nacional –Ministerio de Seguridad– 

participación, cooperación y/o auxilio para brindar seguridad en las 

inmediaciones del Congreso de la Nación y Plaza Congreso, como consecuencia 

de la movilización y manifestación pública convocada para el día 09/04/2025, en los 

términos de lo dispuesto en la resolución n° 403/2024.  

e) Informó que la fuerza de seguridad de la CABA se encuentra 

suficientemente dotada y apta para abordar, planificar y diseñar estrategias de 
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seguridad en el contexto de la movilización y manifestación a llevarse a cabo en 

las inmediaciones del Congreso de la Nación el día 09/04/2025. 

En virtud de ello, corresponde ordenar al Gobierno de la Ciudad 

—a través del Ministerio de Justicia y Seguridad y de la Policía de la Ciudad— 

que asuma de forma activa y prioritaria su rol operativo de conducción y 

coordinación del dispositivo de seguridad a desplegar con motivo de la 

movilización convocada en el área del Congreso Nacional el 09/04/2025, 

ejerciendo en plenitud sus atribuciones sobre el espacio público urbano, y actuando 

con observancia estricta de los principios de legalidad, necesidad, razonabilidad, 

proporcionalidad y respeto irrestricto por los derechos humanos. 

El cumplimiento de esta obligación no solo resulta indispensable para 

evitar la injerencia de fuerzas federales fuera de su ámbito jurisdiccional, sino que 

constituye una exigencia constitucional que se proyecta sobre la administración 

local como deber positivo y concreto.  

 

J 

Decisión 

En razón de todo lo expuesto, RESUELVO: 

1°) Habilitar el turno judicial en días y horas inhábiles, tener por 

prestada la caución juratoria y hacer lugar a la medida cautelar en términos 

distintos a los solicitados por la parte actora, conforme lo establecido en el art. 

184 del CCAyT. 

2°) ORDENAR AL GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA 

DE BUENOS AIRES QUE EN RAZÓN DE SU AUTONOMÍA 

CONSTITUCIONALMENTE RECONOCIDA (ART. 129) REASUMA SUS 

OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES (ART. 34 CCABA), LEGALES Y 



 

REGLAMENTARIAS EN MATERIA DE SEGURIDAD PUBLICA, de 

consuno con todo lo delineado en la presente decisión. 

Concretamente, se le ordena que en contexto de la 

MANIFESTACIÓN MASIVA CONVOCADA PARA EL PRÓXIMO 

MIÉRCOLES 09/04/2025 en las inmediaciones del Congreso Nacional, 

despliegue, organice, planifique y ejecute –todo de manera autónoma–, el 

operativo de seguridad que simultáneamente garantice el orden público y el 

pleno ejercicio de los derechos constitucionales de quienes asistan a tal 

convocatoria. 

3°) ORDENAR AL ESTADO NACIONAL –MINISTERIO DE 

SEGURIDAD DE LA NACIÓN QUE EN EL CONTEXTO DE LA 

MOVILIZACIÓN MASIVA CONVOCADA PARA EL PRÓXIMO 

MIÉRCOLES 09/04/2025 EN LAS INMEDIACIONES DEL CONGRESO 

NACIONAL, SE ABSTENGA DE INTERVENIR E INTERFERIR EN LA 

AUTONOMÍA DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, EN LO 

QUE A LA SEGURIDAD PÚBLICA RESPECTA, más allá de los límites legales 

de protección de intereses federales, de consuno con todo lo delineado en la 

presente decisión. 

4°) Poner en conocimiento de lo aquí resuelto a la POLICÍA 

FEDERAL ARGENTINA, GENDARMERÍA NACIONAL ARGENTINA, 

POLICÍA DE SEGURIDAD AEROPORTUARIA, y a la PREFECTURA 

NAVAL ARGENTINA. 

Notifíquese: a los actores y al GCBA mediante cédulas 

electrónicas por Secretaría, con habilitación de días y horas inhábiles; al 

Ministerio de Seguridad Nacional, a la Policía Federal Argentina, a la 

Gendarmería Nacional y a la Prefectura Naval Argentina, mediante oficios por 

Secretaría en soporte físico, con habilitación de días y horas inhábiles; y a la 

Policía de Seguridad Aeroportuaria por Secretaría, en la misma forma y 

carácter, a su casilla de correo electrónico39.  

Fecho, a primera hora hábil remítanse las presentes actuaciones al 

Tribunal desinsaculado por sorteo, por conducto de la Secretaría General. 

                                                           
39Policía de Seguridad Aeroportuaria: judiciales@psa.gob.ar. 

mailto:judiciales@psa.gob.ar
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